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La inteligencia artificial transforma los ecosistemas financieros y obliga a redefinir la cadena de
valor en clave ética y jurídica. El artículo examina su origen en PORTER y HAX, lo distingue de
la cadena de suministros y de la cadena global de valor, y propone una cadena de valor ética y
jurídica de la IA (CVIA) como instrumento operativo. Tras comparar los marcos regulatorios
europeo, británico y estadounidense, analiza el Reglamento (UE) 2024/1689, la estrategia
europea de innovación de 2025 y la retirada de la Directiva sobre responsabilidad por IA. La
propuesta articula cumplimiento, responsabilidad, transparencia, explicabilidad y rendición de
cuentas como ejes coordinados, con la validez normativa en el centro. Propone su aplicación a
las cuatro capas del ecosistema financiero europeo —Open Banking, BaaS, FinTech y embedded
finance— para armonizar RGPD, DORA, PSD3, FIDA, MiCA y la Ley de IA.

Cadena de valor ética y jurídica de la IA (CVIA); ecosistema financiero europeo; Reglamento de
Inteligencia Artificial; cumplimiento normativo (compliance); validez jurídica.

Artificial intelligence is transforming financial ecosystems and demands a redefinition of the
value chain in ethical and legal terms. This article examines its origin in PORTER and HAX,
distinguishes it from the supply chain and the global value chain, and proposes an ethical and
legal AI value chain (AIVC) as an operational instrument. After comparing the European, British
and US regulatory frameworks, it analyses Regulation (EU) 2024/1689, the 2025 European
innovation strategy, and the withdrawal of the AI Liability Directive. The proposal articulates
compliance, liability, transparency, explainability and accountability as coordinated axes, placing
normative validity at the centre. The model can be applied to the four layers of the European
financial ecosystem —Open Banking, BaaS, FinTech and embedded finance— to align GDPR,
DORA, PSD3, FIDA, MiCA and the AI Act.

Ethical and legal AI value chain (AIVC); European financial ecosystem; AI Act; compliance; legal
validity.
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1. Introducción

Este artículo plantea algunos conceptos clave relativos al impacto de la inteligencia artificial en los
ecosistemas financieros. Trata, especialmente, de la cadena de valor de la inteligencia artificial desde
una perspectiva ética y jurídica (2) . Abordaré primero el origen del concepto de cadena de valor (value
chain, CV en adelante); en segundo lugar, el de cadena de valor en y de la IA (especialmente tal como
se plantea en el Reglamento denominado «Ley Europea de IA») (3) ; y dejaré para el final la propuesta
de una cadena de valor ética y jurídica, específica para la IA. Anticipo desde el inicio mi tesis: sostendré
que el auténtico problema que aporta la introducción de la gestión de la información, el conocimiento y
la tecnología misma mediante técnicas de IA generativa y de técnicas mixtas de IA simbólica y
subsimbólica en el mercado, la sociedad y la administración es el de la reconstrucción de un espacio
público en común, global y más justo donde pueda operar la denominada inteligencia «híbrida» (4) ,
«coevolutiva» (5) o simplemente «cointeligencia» (6) entre humanos/as y máquinas (Human Machine
Interaction, HMI).

En este entorno, los instrumentos y conceptos de la teoría jurídica clásica siguen siendo esenciales,
pero deben adaptarse mediante nuevos instrumentos de gobernanza jurídica que en cierto modo han
modificado las fuentes mismas de las que partir en las distintas culturas jurídicas. Hoy veremos la
cadena de valor de la IA; hay otros, como el de «mejor regulación» (better regulation) o el de espacios
protegidos de prueba y experimentación (sandboxes), que también deben tenerse en cuenta. Sin
embargo, es crucial plantear que su éxito no puede suponerse: este plan es propositivo, no efectivo, y
depende cada vez más de una geopolítica de relaciones inter y transnacionales muy tensa, con una
escala de confrontación en aumento. Conviene reflexionar de nuevo sobre los instrumentos de que
disponemos para el desarrollo del estado de derecho —en el sentido de rule of law o meta-rule of law en
la era digital, según nuestra formulación (7) . En la fase de uso generalizado de la inteligencia artificial
(IA), ello implica también una defensa estricta de los valores democráticos.

Este artículo —además de la Introducción (sección 1), las referencias bibliográficas y documentales
(secciones 13-14), y los agradecimientos (12)— consta de once secciones. La segunda (2) define tres
marcos jurídicos de regulación según tres jurisdicciones con distintos instrumentos normativos —
europea, británica (UK, más la Commonwealth), y estadounidense (USA). Australia y Canadá adoptan
modelos mixtos: la primera, entre UK y Europa; la segunda, entre UK y USA. La tercera sección (3)
define el concepto de cadena de valor de la IA (CVIA), respecto a su origen en la CV genérica y en la
estructura de empresa. Propone ya una definición alternativa de cadena de valor según su dimensión
cultural, lingüística, ética y jurídica, y no únicamente económica. La sección 4 sitúa la cadena de valor
de la IA (CVIA) respecto de conceptos afines —la cadena de valor de suministros (CVS), la cadena global
de valor (CGV), y la cadena de valor del modelo DELTA (CVMD). La sección 5 describe algunos obstáculos
que hay que superar para redefinir la CVIA y propone el modo de superarlos mediante el
establecimiento de siete supuestos básicos para efectuar esta redefinición. La sección 6 se centra en la
regulación europea, i.e. el concepto de CVIA tal como lo introduce la denominada Ley Europea de
Inteligencia Artificial, el Reglamento que entró en vigor el 1 de agosto de 2024 y será plenamente
aplicable el 2 de agosto de 2026, con excepciones como la introducción en el mercado de prácticas
prohibidas. Repasa también sus precedentes, estudios de impacto y la legislación reformadora de octubre
y noviembre de 2025. La sección 7 analiza el cambio de perspectiva que se ha producido en 2025 en la
estrategia europea para el fomento de la innovación y la competencia. Este cambio es relevante para el
concepto de CVIA que aquí analizamos. La sección 8 se centra en la Propuesta de la Directiva sobre
responsabilidad en materia de IA que finalmente fue retirada a principios de 2025, y vuelve a plantear
más específicamente la necesidad de construir una cadena ética y jur íd ica de valor  para la
implementación de los sistemas de IA. Las Secciones 9 y 10, finalmente tratan del impacto de la IA en el
ecosistema financiero europeo, y de la formulación de la propuesta. Siguen las Conclusiones en la
Sección 11.

2. Tres marcos jurídicos para la regulación de la IA

Desde el punto de vista de los gobiernos, estados, uniones y federaciones, se están desarrollando
diversos marcos y estrategias para fomentar la innovación responsable en IA. Estos marcos suelen
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adoptar un enfoque basado en el riesgo, imponiendo requisitos más estrictos a los sistemas de IA con el
potencial de causar un mayor daño social. Dejando aparte la vía de regulación china (8) , hay por lo
menos tres estrategias diferentes que corresponden al distinto tipo de cultura jurídica de Europa, los
países de la Commonwealth y Estados Unidos (9) :

El enfoque holístico o integral de la UE, mediante la Ley de IA, entre otras, crea un marco jurídico
aplicable a todos los sectores. Utiliza un modelo basado en la pirámide de riesgos, prohibiendo
ciertas aplicaciones de «riesgo inaceptable» (como la construcción de perfiles, social scoring)  e
imponiendo requisitos estrictos a los sistemas de «alto riesgo» (como los utilizados en dispositivos
médicos).

El enfoque basado en principios. Esta estrategia «pro-innovación», adoptada por el Reino Unido, se
basa en un conjunto de cinco principios generales adoptados desde el White Paper en IA (2023) —
seguridad, transparencia, equidad, rendición de cuentas e impugnación— (10) para ser aplicados
por los reguladores en cada sector público (11) . En lugar de crear una nueva ley específica,
aprovecha los organismos reguladores existentes (como los de finanzas o salud) para hacer
cumplir estos principios. Otros países de la Commonwealth —especialmente Australia (12) — han
adoptado una estrategia mixta, partiendo de principios y de la legislación ya existente, pero
acercándose al modelo europeo en relación a las situaciones de riesgo (13) .

El enfoque fragmentado o sectorial. Este es el modelo aplicado en Estados Unidos, que carece de
una ley federal única e integral. En cambio, la regulación es un «mosaico de regulaciones», a
patchwork kilt (una «falda escocesa», como lo denomina la UE) de leyes existentes, estándares del
National Institute of Standardization and Technology, NIST, órdenes presidenciales y órdenes
ejecutivas sectoriales (14) . Aunque puede generar inconsistencias y lagunas de regulación, este
enfoque se caracteriza por su adaptabilidad y flexibilidad en la aplicación. Como veremos
enseguida, se está produciendo actualmente una centralización presidencial de este enfoque.

El problema es que la cooperación entre estas estrategias de regulación no puede darse por sentada,
sino que produce escenarios cuyo marco regulatorio se halla también fragmentado y en tensión mutua.
Hay no solamente disgregación y desagregación, sino competición y falta de acuerdo entre los actores y
reguladores (sean éstos corporaciones, estados nacionales u organizaciones empresariales). Bajo el
mandato de Donald Trump, se han sucedido las Órdenes Presidenciales ejecutivas para asegurar el
predominio norteamericano en el desarrollo de la IA (15) . Así, la denominada Misión Génesis (Genesis
Mission) de 24 de noviembre de 2025 (16) , y la Orden Presidencial de 11 de diciembre de 2025 sobre la
construcción de un único marco nacional para el desarrollo de las políticas de IA bajo el control directo
de Presidencia. Esta última Orden establece claramente que «para ganar, las empresas estadounidenses
de IA deben tener la libertad de innovar sin una regulación engorrosa» y que « sin embargo, la excesiva
regulación estatal frustra este imperativo» (17) .

Se trata de una desregulación orquestada y controlada en beneficio de las corporaciones y de la
posición de dominio de Estados Unidos en el mercado global. Podríamos representarla como un corte del
nudo gordiano de la regulación estatal de la cadena de valor para subordinarla a un único objetivo: «Un
marco nacional cuidadosamente elaborado puede garantizar que Estados Unidos gane la carrera de la IA
[...]. La política de Estados Unidos es mantener y mejorar su dominio global en IA a través de un marco
político nacional mínimamente oneroso» (ibid.) Esto no es propiamente nuevo. La desregulación
políticamente centralizada había sido anticipada desde el principio por los Memoranda (18) y primeras
Órdenes Ejecutivas del presidente (19) . Remove Red Tape and Onerous Regulation es el principal
mensaje del America’s AI Action Plan (20) . El segundo es la descalificación como «amenaza existencial»
de las políticas DEI (diversity, equity and inclusion) y de la «ideología WOKE» (21) . El tercero, la
justificación de las agresivas intervenciones bélicas contra Venezuela e Irán, también reflejadas en las
nuevas órdenes presidenciales de enero, febrero y marzo de 2026.

La UE, por su parte, ha reaccionado contra esta explícita política de confrontación y predominio
mediante dos documentos programáticos en enero y abril de 2025: (i) una «Brújula para la
Competitividad de la UE», que anuncia una nueva ley de materiales avanzados (Materials Advanced Act)
para ser promulgada en 2026 y «apoyar todo el ciclo de vida, desde la investigación y la innovación
hasta la creación de empresas emergentes, pasando por la fabricación y la implementación» (22) ; (ii) y
un «Plan de Acción» que intenta subrayar los puntos fuertes europeos y que anuncia una futura Ley de
desarrollo de la nube y la inteligencia artificial (23) . Así:

La UE debe mantener su propio enfoque distintivo de la IA aprovechando sus puntos fuertes y
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lo que mejor hace. Ello incluye: en primer lugar, un gran mercado único con un único conjunto de
normas de seguridad en toda la Unión, incluido el Reglamento de Inteligencia Artificial
recientemente adoptado, que garantice que la IA sea fiable y esté en consonancia con los valores
de la Unión; en segundo lugar, un aprovechamiento máximo de su investigación científica de alta
calidad, una importante reserva de científicos y profesionales cualificados; en tercer lugar, una
próspera escena de empresas emergentes y en expansión, conocimientos industriales y
experiencia, y, por último, pero no por ello menos importante, una base sólida de potencia
computacional de categoría mundial con espacios de datos accesibles para todos (24) .

Sin embargo, quizás movida por la urgente necesidad de reacción, la UE ha anticipado objetivos
difícilmente alcanzables —como el de la inteligencia artificial general (25) — de los que hablaremos
luego y, después de los Informes de Mario DRAGHI y Enrico LETTA (26) , apuesta por una simplificación
de los requisitos administrativos —creados por ella misma, por cierto— para la integración de la IA y la
innovación en los modelos productivos (27) . Constituirá, según sus propias palabras, un «28.º régimen
jurídico» añadido al de los veintisiete países de la UE como nuevo marco de regulación (28) . Sirva como
muestra de la ambición del programa y también de la imprecisión normativa que puede detectarse en la
equiparación de jurisdicciones distintas.

La comparación de la regulación europea de la IA con la propia de Estados Unidos y de la
Commonwealth es ilustrativa. La regulación europea tiene un sesgo de naturaleza estatal con una doble
vertiente. Está, por un lado, la tensión competitiva con la soberanía de los estados miembros. Y, por
otro, la que deriva internamente de los modos de regulación basados en normas ejecutivas —como los
Reglamentos—, que deben compatibilizarse con otras categorías de normas más horizontales
(básicamente estándares, protocolos y códigos éticos). En Europa, la adopción de medidas de
gobernanza jurídica basadas en la coregulación y la adopción de estándares ha sido mucho más lenta y
confusa. En la práctica, esto la convierte en más compleja técnicamente (29) . Debe compatibilizarse
además con una autoregulación aparente, i.e. con la obligación de proveedores y desarrolladores de
probar el cumplimiento de los requisitos impuestos por las provisiones legislativas (especialmente en la
Ley de Inteligencia Artificial).

Dos iniciativas muy recientes más intentan paliar este déficit regulatorio para incentivar la
implementación de la IA y desarrollar el programa político descrito. Hay que añadirlas a la «Brújula» y
al Plan de Acción («Continente») ya mencionados. Se trata de: (iii) la Estrategia de uso de la IA (en
octubre de 2025), y (iv) la reforma de artículos relevantes de la Ley de la IA mediante la propuesta de
Reglamento Ómnibus Digital sobre la IA (de 19 de noviembre de 2025). En el contexto comunitario,
«Ómnibus» es el nombre que recibe un conjunto de propuestas legislativas para la modificación de
legislaciones diferentes, pero generalmente del mismo ámbito político. En 2025, la Comisión lanzó diez
propuestas generales que reducen los costes administrativos recurrentes en 11.900 millones de euros.
El Reglamento mencionado (Ómnibus VII) es el que se refiere al ámbito digital y de IA, para simplificar
trámites administrativos, con un ahorro de 1.200 millones anuales. La Directiva 2006/43/CE,
2013/34/UE (UE) 2022/2464 y (UE) 2024/1760 para suavizar determinados requisitos de presentación
de información de las empresas en materia de sostenibilidad y de diligencia incluye reformas aplicables a
partir del 1 de enero de 2027. Volveremos brevemente sobre estas nuevas iniciativas más adelante (vid.
infra, sección 7), porque intentan facilitar el cumplimiento de los participantes en el ciclo de vida e
implementación de los sistemas de IA sin reducir por ello los requerimientos para su aprobación y de la
pirámide de riesgos.

Vayamos ahora a la cadena de valor.

3. La cadena de valor de la IA (CVIA)

La denominada cadena de valor de la inteligencia artificial es uno de los conceptos básicos del
Reglamento de Inteligencia Artificial europeo, la denominada «Ley de la IA», no modificada (antes, al
contrario) por la propuesta Ómnibus. De hecho, se trata de un concepto que también se halla presente
en la estrategia de regulación de la Commonwealth y de Estados Unidos, sin definirlo explícitamente
como la base o eje central de su desarrollo jurídico. La razón estriba en que el concepto mismo de
cadena de valor se considera hoy en día un supuesto del desarrollo de la ventaja competitiva de las
empresas y corporaciones en el mercado.

El libro que primero definió la cadena genérica de valor llevaba este título: Competitive Advantage
(30) , y marcó época en el ámbito de la gestión y estrategia corporativa. Michael E. PORTER la definía
como un proceso estructurado de desagregación de la empresa en las actividades que subyacen a la
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ventaja competitiva e identifica las relaciones entre ellas (31) . Así, la cadena de valor «desagrega una
empresa en sus actividades estratégicamente relevantes para comprender el comportamiento de los
costes y las potenciales fuentes de diferenciación existentes» (32) . La Fig. 1 muestra el esquema
general de la cadena de valor. Constituye un esquema que ha sido reproducido en múltiples ocasiones y
que ayuda a distinguir los distintos niveles y la relación de las actividades de soporte —infraestructura
de la empresa, gestión de recursos humanos, desarrollo de tecnologías, abastecimiento— y las
actividades primarias —logística de entrada, operaciones, logística de salida, marketing y ventas,
servicios. El concepto se refiere claramente a la organización estratégica de empresas y corporaciones
en la competencia por los beneficios en el mercado.

Fig. 1. Cadena genérica de valor. Fuente: PORTER (1985, p. 37).

Siguiendo este esquema, la cadena de valor de la IA se compondría de una serie de actividades
primarias y de soporte. Las actividades de soporte comprenderían funciones esenciales: (i) la
investigación y la innovación de algoritmos (ii) la gobernanza de datos y la supervisión ética (iii) el
cumplimiento normativo y jurídico (iv) y la gestión de riesgos. Estamos refiriéndonos a actividades
cruciales para mitigar los riesgos y garantizar el funcionamiento responsable y sostenible de toda la
cadena de valor económica.

Las actividades primarias consistirían en: (i) Adquisición y etiquetado de datos: El paso inicial consiste
en recopilar datos sin procesar de diversas fuentes y prepararlos para el entrenamiento del modelo. Este
proceso es fundamental, ya que la calidad de los datos influye directamente en el rendimiento y el perfil
ético del modelo. (ii) Diseño de la arquitectura del modelo: El plano conceptual del modelo de IA. (iii)
Entrenamiento y optimización del modelo: El proceso computacionalmente intensivo de entrenamiento
de un algoritmo con grandes conjuntos de datos. (iv) Infraestructura y gestión computacional: La
provisión y gestión de los recursos de hardware y  software necesarios para el entrenamiento y la
implementación. (v) Implementación e integración: El proceso de hacer operativo el modelo de IA, a
menudo mediante interfaces de programación de aplicaciones (API), e integrarlo en un producto o
servicio existente. (vi) Monitorización y aprendizaje: El proceso continuo de observar el rendimiento del
modelo, detectar anomalías y actualizarlo para incorporar nuevos datos y mejorar la precisión. (vii)
Conversión en producto e integración en el mercado del modelo: Los pasos finales para convertir el
modelo de IA en un producto (sistema) viable para el mercado. (viii) Atención al cliente: Brindar soporte
a los usuarios finales.

Ésta es una síntesis de las posibilidades existentes (33) . Obsérvese el sesgo en las actividades de
soporte, las cuales incluirían todos los aspectos normativos (éticos y jurídicos), gestionados por los
departamentos de recursos humanos o los de cumplimiento normativo (compliance). La ISO 9001: 2015
incorporó el análisis de PORTER al control de calidad de las organizaciones (34) . La ISO 37301: 2021
ha reemplazado a la ISO 19600: 2014 y establece los requisitos para implementar un sistema de
gestión basado en el cumplimiento normativo (compliance) (35) . Los analistas corporativos de datos han
empezado a utilizar niveles y patrones similares para mostrar las ventajas y desventajas de las
empresas con relación a las fluctuaciones del mercado de los grandes modelos de lenguaje (Large
Language Models, LLM) y modelos fundacionales. La aparición de Deep Seek en enero de 2025 conllevó
una mayor atención al concepto, para marcar las pérdidas y ganancias en la cadena de valor (36) . Hay
quien ha empezado a establecer también el valor en la cadena de suministros de los grandes modelos de
lenguaje (LLM Supply Chain) (37) y, a raíz de la Ley de IA, la «cadena de valor de un sistema de IA de
uso general» (the value chain of general-purpose AI) (38) , i.e. «sistema de IA basado en un modelo de
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IA de uso general (general-purpose AI model) y que puede servir para diversos fines, tanto para su uso
directo como para su integración en otros sistemas de IA» (39) .

Es de notar que este último término, antes inexistente, no había sido utilizado en el ámbito de las
ciencias de la computación o del diseño. Prosigue a grandes rasgos la distinción usual entre IA «fuerte»
y «débil» (40) . El Reglamento define en su artículo 3 categorías que no guardan una correspondencia
directa con el lenguaje científico, sino con los objetivos para los que han sido creadas. En este caso, un
sistema referido a un modelo que comprende de forma genérica distintos tipos de metodología —grandes
modelos de lenguaje, modelos fundacionales, modelos de aprendizaje automático…—, unificados con
relación a su función y características de uso, i.e. en relación con el modo de afectación de los derechos
y obligaciones de los usuarios a partir de su introducción en el mercado.

Sin embargo, plantear la cadena de valor de ese modo significa asimilar todos los aspectos sociales,
regulatorios y culturales a una única dimensión de mercado. El dilema, pues, consiste en si (i) aplicar
directamente el esquema clásico al diseño, refinamiento, puesta a punto, comercialización y
mantenimiento de los sistemas inteligentes como producto (ii) o bien redefinir esta aplicación para cada
una de las dimensiones que son intangibles como sistemas de información con impacto efectivo en el
entorno pero que no son directamente monetizables, puesto que no se basan en precio y dinero, i.e., en
costes y beneficios económicos solamente.

La primera opción es la seguida por entidades financieras, servicios bancarios y reguladores
económicos, siguiendo el esquema original de PORTER con variaciones para adaptarlo a la complejidad
tanto de la elaboración de los sistemas de IA como a sus efectos en la capacidad de innovación de las
corporaciones y empresas. Así, según los analistas de la Dirección del Tesoro de Francia:

La cadena de valor de la IA se halla segmentada en tres bloques principales: (i) los insumos
necesarios para desarrollar sistemas y servicios de IA (capacidad de cómputo, datos, mano de obra
especializada); (ii) el modelado, que incluye el desarrollo de modelos de IA de propósito general
(modelos de base) y su especialización; y (iii) la implementación de estos modelos para los usuarios
finales (41) .

Algunos analistas anticipan que la cadena de valor de la IA se basa en un ecosistema difícil de
describir en su totalidad, ya que abarca hardware, la nube, software, modelos de IA y aplicaciones
verticales y de consumo. Es un sistema muy complejo, con multitud de actores, que tardará años en
desarrollarse, pero que cambiará el modelo de innovación y crecimiento del mercado (42) .

Voy a optar en estas páginas por la segunda opción, centrándome en la posibilidad de proyectar una
cadena de valor ética y jurídica que hay que definir. Es decir, postulando requisitos como derechos,
obligaciones y valores que no se definen solamente como componentes (actividades de soporte) de una
cadena genérica, sino como constituyentes ellos mismos de CVIA específicas que pueden ajustarse con
las CVIA económicas para crear valor añadido, si es el caso. No está excluido y es posible pensar en
múltiples combinaciones en función del contexto y de los problemas a solucionar. Pero también podría
considerarse, por ejemplo, un valor social o cultural con un coste que no produzca beneficios en el
mercado, sino en la sociedad civil, en los derechos humanos o en la administración de los ciudadanos.
Esto es lo que sucede habitualmente en servicios públicos como la sanidad, la educación, el transporte o
la atención a minorías y grupos sociales vulnerables. La mejora en estas dimensiones puede también
contribuir al crecimiento a medio y largo plazo y, especialmente, a la calidad de ese crecimiento.

Es de notar que el mismo PORTER se dio cuenta de la ventaja competitiva que implicaba la asunción
de un marco de regulación adecuado para superar la tensión entre ecología y crecimiento económico. Es
relevante la cita en este punto:

La posibilidad de que la regulación actúe como estímulo para la innovación surge porque el
mundo no se ajusta a la creencia panglosiana de que las empresas siempre toman decisiones
óptimas. […] Por supuesto, esto no describe la realidad. En cambio, el proceso real de competencia
dinámica se caracteriza por oportunidades tecnológicas cambiantes, junto con información muy
incompleta, inercia organizacional y problemas de control que reflejan la dificultad de alinear los
incentivos individuales, grupales y corporativos (43) .

4. La cadena de valor de suministros (CVS), la cadena global de valor (CGV), l a
cadena de valor del modelo Delta (CVMD), y la cadena de valor de la inteligencia
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artificial (CVIA)

Hay que distinguir cuatro conceptos que se relacionan en el desarrollo de la cadena genérica de valor
y su aplicación estratégica en diversos mercados (incluyendo el mercado global): (i) la cadena de valor
de suministros (CVS) (ii) la cadena global de valor (CGV) (iii) la cadena de valor del modelo Delta
(CVMD) ─derivada del esquema estratégico de HAX y WILDE─ y (iv) la cadena de valor de la inteligencia
artificial (CVIA). La Tabla 1 sistematiza sus elementos diferenciales atendiendo a su definición, objeto,
actividades clave y objetivos.

CVS
Value supply chain

CGV
Global value chain

CVMD
Delta value chain

CVIA
AI value chain

Definición Creación de valor
en la red operativa
para el
abastecimiento y el
suministro de
productos a un
cliente final.

Serie de actividades
para comercializar un
producto a escala
global.

Conjunto interconectado
de procesos y actividades
diseñadas para crear una
propuesta de valor
superior singularizada para
el cliente buscando una
solución integrada y un
entorno autosuficiente que
retenga al consumidor
(lock-in system).

Marco estructural para
convertir los datos en
inteligencia y valor
añadido en las
dimensiones de
mercado, social,
cultural, ética y jurídica.

Objeto Flujo físico de
materiales y
productos.

Todas las actividades
para generar un
producto, desde el
diseño hasta la
distribución global.

La retención y fidelización
del cliente (bonding), no
solo la reducción de costes
o la diferenciación del
producto.

El ciclo de vida
completo, desde la
adquisición de datos
hasta el acceso del
usuario.

Actividades
clave

Abastecimiento,
fabricación,
distribución,
atención al cliente.

Preproducción
(diseño), producción
(fabricación),
postproducción
(marketing,
distribución).

Procesos adaptativos,
segmentación e
integración del cliente,
seguimiento del ciclo de
vida del producto.

Adquisición de datos,
entrenamiento de
modelos,
infraestructura,
implementación,
comercialización,
monitorización.

Objetivos Optimización de la
logística, gestión de
inventarios,
reducción de
costes.

Importación y
exportación de bienes
y servicios, gestión de
redes de producción
globales, garantía de
beneficios equitativos
para todos los países
involucrados.

Sostenibilidad a largo
plazo, creación de valor
para el cliente, y
desarrollo de capacidades
y ventajas competitivas.

Mitigación de riesgos
(sesgos, seguridad),
garantía del
cumplimiento de
regulaciones
fragmentadas, gestión
de la responsabilidad
distribuida, protección
de la propiedad
intelectual, delegación
de autonomía, cadena
de responsabilidad.

Tabla 1. Comparación entre la cadena de valor de suministros (CVS), la cadena global de valor (CGV), la cadena
de valor del modelo Delta (CVMD) y la cadena de valor de la inteligencia artificial (CVIA). Fuente: elaboración propia,
a partir de PORTER (1985), HAX y WILDE II (1999, 2001), UNIDO (2015) y los desarrollos posteriores referidos en el
cuerpo del artículo.

La inteligencia artificial ha añadido complejidad al concepto de cadena genérica de valor, puesto que
puede integrarse en la «cadena de suministros» (CS) y en la denominada «cadena global de valor»
(CGV) o, aún más recientemente, en la «cadena de suministros de la infraestructura de la IA» (CSIIA).
La cadena de valor de la inteligencia artificial constituye un marco que ilustra cómo las organizaciones
crean valor al transformar datos brutos en inteligencia y, en última instancia, si cabe, en una ventaja
competitiva. Como mostraremos en las secciones finales de este artículo (8-10), el concepto posee
asimismo una dimensión social, ética y jurídica que hay que representar. No se trata simplemente de
una secuencia lineal de pasos, sino de la creación de ecosistemas dinámicos e interdependientes.

El marco ejerce una triple función: (i) como modelo industrial para empresas que desarrollan y
ofrecen soluciones de IA; (ii) como dinamizador o facilitador (enabler) horizontal que impulsa la
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transformación en otros sectores como manufacturas, la logística, la atención médica, la movilidad o el
turismo, abarcando los catorce espacios comunes de datos europeos; (iii) y como dinamizador de la
producción de efectos sociales de mejora en los ecosistemas éticos, jurídicos y culturales que integran.
La comprensión de este marco es esencial para identificar inversiones estratégicas, gestionar riesgos,
garantizar el cumplimiento normativo y pensar al mismo tiempo la construcción de las sociedades
híbridas contemporáneas (entre humanos y máquinas) (44) .

Tres observaciones más. Por un lado, las cadenas de valor en IA no son equivalentes a las cadenas de
suministros (45) . Éstas se organizan según una lógica de bienes dominante, lo que hace que sus
resultados sean consumibles, mientras que las cadenas de valor siguen una lógica de servicios basada en
la intangibilidad, los procesos de intercambio y una red más amplia de relaciones de colaboración y
cocreación (46) . Sostengo que podemos extender esta idea de conectar las teorías de la ética y la
gestión organizativa a nuestra idea de ecosistemas éticos y jurídicos integrados a través de la
gobernanza jurídica de los modelos y sistemas inteligentes; es decir, abarcando la autonomía, la agencia
moral, la agencia delegada, el daño y la responsabilidad (47) .

Por otra parte, en segundo lugar, hay una relación entre la «cadena global de valor» (CGV) y la CVIA.
Desde una perspectiva regulatoria, existen diferencias que justifican un tratamiento separado, pero
también hay relaciones que deben considerarse. El concepto de CGV fue respaldado por la Organización
de las Naciones Unidas para el Desarrollo Industrial (UNIDO) hace aproximadamente diez años,
centrándose en la progresión económica y la comparación de los países en desarrollo (48) .

Finalmente, en tercer lugar, este proceso no se produce en un vacío regulatorio. La dimensión jurídica
de las CGV implica que éstas no pueden tratarse de forma homogénea, ya que (i) se tornan
jurisdiccionales, es decir, están sujetas al derecho positivo, tanto nacional como internacional (ii) pasan
a depender de la dinámica interna de las diferentes áreas jurídicas (derecho societario, derecho
mercantil, derecho administrativo, etc.). Volvemos, pues, a la imagen del «mosaico» o de la «falda
escocesa», ahora en el seno de las regulaciones de la UE (49) . Estas dificultades de coordinación
constituyen algunas de las razones por las que prefiero distinguir la dimensión ética y jurídica de la
CVIA para adecuarla luego a la económica antes que integrarla directamente o asimilarla a ésta. Si es
así, el valor debería volver a definirse de nuevo, puesto que no estamos hablando solamente de
beneficio económico, de competitividad o de fidelización del consumidor. En las Secciones 8-10
volveremos sobre este tema.

He dejado para el final la adopción por parte de empresas y corporaciones del denominado «modelo
Delta» creado y desarrollado en el ámbito de los estudios financieros y de negocio en el MIT. Se trata de
una modificación del foco original imaginado por PALMER, donde la tecnología tiene un papel estratégico
central, y donde resulta más importante la atención y fidelización del consumidor que la competitividad
en el mercado con empresas rivales. El modelo subraya que la ventaja competitiva proviene de la
extensión de la cadena de valor, i.e. la capacidad de crear relaciones duraderas y sistemas colaborativos
entre todos los actores (productores, empresas de suministro, distribuidores y, especialmente,
consumidores finales) (50) .

Para explicar las ventajas competitivas en una economía caracterizada por la digitalización, las redes y
la interdependencia, el modelo se representa mediante un triángulo con tres posiciones estratégicas: (i)
Mejor producto (Best Product), estrategia próxima a las genéricas de l iderazgo en costes o
diferenciación; (ii) Solución integral para el cliente (Total Customer Solutions), oferta de paquetes
integrados de productos y servicios, personalización profunda y relaciones de largo plazo; (iii)
Consolidación (o bloqueo) del sistema (System Lock-In), estrategia orientada a alcanzar una posición
dominante en el ecosistema mediante el control de estándares, plataformas y complementadores,
impulsada por externalidades de red y costes de cambio elevados.

Estas tres opciones admiten posiciones híbridas y trayectorias evolutivas. El modelo se completa con
cuatro procesos adaptativos —innovación, eficacia operativa, orientación al cliente y aprendizaje— y con
la articulación de un cuadro de mando coherente con la opción estratégica elegida. La economía
relevante es la del producto, la del cliente y la del sistema. Como puede verse, es una descripción
analítica interna de en qué consiste la economía de plataforma (platform-driven economy). La Fig. 2 es
un diagrama estándar del triángulo propuesto por HAX y WILDE II (MIT).
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Fig. 2. Triángulo del modelo Delta – Tres opciones estratégicas distintas. Fuente: HAX y WILDE II (MIT
Sloan).

5. Obstáculos, supuestos y propuestas de superación

Debemos subrayar que las características de una única CVIA no son siempre positivas. Por ejemplo, la
concentración de poder económico y político en las capas fundamentales de la cadena de valor de la IA
implica que las tecnologías de IA suelen ser desarrolladas y controladas por grandes corporaciones,
denominadas «gobernantes de la cadena de valor» (value chain governors) que actúan como
«cuasiestados» (51) . Esto crea una nueva dinámica donde la facilidad con la que estos gobernantes
pueden reubicar su producción en países con menores costos representa un riesgo. El modelo tradicional
de la cadena de valor se complica aún más por el ecosistema de IA más amplio que lo sustenta. Este
ecosistema incluye componentes fundamentales de desarrollo, en particular hardware informático y
plataformas en la nube.

La capa de hardware está dominada por unos pocos gigantes de los semiconductores, como Nvidia,
Intel y AMD, manteniendo Nvidia una posición particularmente dominante en el mercado de chips de IA.
De igual manera, las plataformas en la nube —quienes proporcionan la infraestructura informática
escalable necesaria para el desarrollo de la IA— están controladas por unos cuantos hiperescaladores
como Amazon Web Services (AWS), Microsoft Azure y Google Cloud. ¿Cómo enfrentarse a este reto?

Es cierto que, internamente, existe ya una legislación fuerte de protección de la competencia en el
mercado, tanto en USA como en Europa. La sección 2 (anti-trust) de la Sherman Act y el art. 102 del
TFUE cumplen este cometido (52) . Externamente, han surgido asimismo nuevos competidores que
pueden obligar a evitar la posición de dependencia por parte del consumidor. China ha irrumpido en el
campo con una fuerza que no puede ignorarse (vid. supra, nota 35). Pero ¿es suficiente? El marco de
regulación agresivo recientemente materializado por el gobierno norteamericano ofrece un ámbito
político común al desarrollo incontrolado que va un paso más allá del laissez faire, puesto que la
cobertura es en si misma marcadamente política y nacionalista. Por nuestra parte, podemos formular
siete supuestos que presuponen el diseño de CVIA independientes y aplicables que pueden contribuir a
un cambio de perspectiva, también global, desde la política europea:

5.1. El diseño de la CVIA en contextos híbridos entre agentes humanos y artificiales

Esto significa que podemos reestructurarlo en nuevos marcos, donde la red de datos, el internet de las
cosas y la llamada Industria 4.0 (y 5.0) añaden complejidad al mismo, puesto que abren nuevas
dimensiones en el uso de los conceptos jurídicos (como el de validez ecológica de las regulaciones). En
un artículo reciente, hemos desarrollado un marco cuatridimensional para la validez de los ecosistemas
jurídicos ─lenguaje, sociedad, legalidad y datos─ utilizando un modelo de hipercubo (teseracto). La
validez de los ecosistemas jurídicos puede alinearse con las cadenas de valor de la IA que diseñan los
modelos para implementar los sistemas. Los mecanismos cambian, pero la idea básica de mantener un
equilibrio proporcional entre los intereses en la construcción de una sociedad justa y equitativa se
mantiene. La figura 3 representa un ejercicio de relación a partir de una noción de validez jurídica
compatible con la CVIA (en el centro). No se trata de prescindir de los constructos teóricos del derecho
ya existentes (ley, norma, eficiencia, validez, efectividad, etc.), sino de completarlos mediante conceptos
intermedios adaptados a las dimensiones y entornos dinámicos de la web de datos e internet de las
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cosas.

Fig. 3. Hipercubo para la representación de conceptos jurídicos en cuatro dimensiones (lenguaje, sociedad,
legalidad y datos). Las elipsis representan las aproximaciones epistemológicas middle-out (del medio afuera)

e inside-out (de dentro afuera) internas a las plataformas, aplicaciones y sistemas, en lugar de las
representaciones verticales y horizontales externas del derecho. Fuente: CASANOVAS (2025b).

5.2. La redefinición del concepto de validez jurídica desde un punto de vista empírico,
relacionado con la CVIA

Hay que insistir en dos requerimientos compatibles: (i) la necesidad de mantener la estructura ya
existente a partir de los conceptos jurídicos básicos, ya mencionados en el primer punto; (ii) la
necesidad de completarlos adoptando una perspectiva basada en los instrumentos y procesos de
implementación de derecho —gobernanza jurídica— desde la base antes que una aplicación del derecho
exclusivamente vertical. La necesidad de mantener los conceptos jurídicos básicos, especialmente
respecto a la responsabilidad extracontractual (torts), ya ha sido señalada en tecnología (53) . Algunos
de estos conceptos son antiguos y provienen de la tradición de derecho romano (54) . Lo que nos
gustaría apuntar aquí es que resulta posible equiparar la posición de la cadena de valor de la IA con la
posición que ocupa la validez normativa —i.e. la noción de legalidad— en el sistema jurídico respecto a
otras propiedades como la eficacia y la efectividad. Validez y CVIA son conceptos de segundo orden que
poseen una dimensión regulatoria formal y otra empírica. Por la primera, pueden ser aplicadas, por
ejemplo, a cadenas de responsabilidad que deben ser ajustadas a derecho; por la segunda, pueden ser
aplicadas a reglas que responden a distinto grado de cumplimiento mediante el establecimiento de
indicadores y umbrales (thresholds). Esto implica una aproximación empírica. Dicho de otro modo: es
posible establecer métricas que indiquen la relación entre los conceptos y el grado de cumplimiento
normativo (compliance). Así, la cadena de valor de la IA puede medirse no solamente en términos
económicos, sino como el valor que la IA aporta en cada nivel de gobernanza para la emergencia y
mantenimiento sostenible de ecosistemas regulatorios que resultan aceptados y puestos regularmente
en práctica por los participantes interesados o actores del sistema (stakeholders) (vid. infra, punto 5).

5.3. La elusión del incremento de complejidad en el análisis de riesgos

No hay que incrementar la complejidad en el análisis de riesgos, sino más bien reducirla. No tiene
sentido añadir más complejidad a un conjunto de relaciones que ya de por sí resultan difíciles de definir
y analizar. En cambio, sí que debemos afrontar al menos cuatro cuestiones técnicas que aún no se han
resuelto satisfactoriamente: (i) el problema de imbuir valores en los sistemas de inteligencia artificial
(problema de alineación de valores, VAP) (55) ; (ii) el problema de extraer reglas formales de las
normas expresadas en lenguaje natural (56) ; (iii) el problema de integrar las tecnologías de IA
simbólicas y generativas desde una aproximación neurosimbólica para la adquisición de conocimiento y
su representación (57) ; (iv) los problemas existentes en lógica deóntica —como la del permiso débil—
para formalizar el razonamiento ético y jurídico (58) .

5.4. La elaboración de esquemas simples de los que partir para el análisis de la gobernanza de
los sistemas de inteligencia artificial

La Figura 4 presenta un esquema mínimo inicial que se centra únicamente en las dos ramas
principales de la autonomía de los sistemas inteligentes: la autonomía delegada y la agencia moral. Es
muy probable que este esquema se modifique en un futuro próximo, pero no obstante, resulta útil
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mostrar que las formulaciones simples pueden ayudar a resolver problemas complejos. Cabe destacar
que, en el centro del diagrama, hemos situado el problema principal: la regulación y el control de los
sistemas de inteligencia artificial a través de la propia inteligencia artificial. La intervención humana,
especialmente en sistemas de IA generativos, no puede obviarse. Debe combinarse con técnicas de IA.
La intervención humana en el ciclo de vida del sistema (human-in-the-loop) implica también la
intervención de la IA en el circuito (59) .

Fig. 4. Esquema inicial para la gobernanza de los sistemas de inteligencia artificial. Fuente: CASANOVAS y
NORIEGA (2025) [Figura original].

Ha habido hasta ahora una ingente cantidad de contribuciones respecto a la agencia moral de los
sistemas de IA (especialmente de los sistemas multiagente). No vamos a entrar en ella, puesto que la
mayoría de las discusiones se han producido a nivel teórico (o filosófico) sobre los conceptos de
autonomía y moralidad (60) . Como veremos en el apartado siguiente, la perspectiva epistemológica
adoptada no requiere posicionarse sobre los sistemas como sujetos morales, sino sobre la autonomía y
los conceptos éticos y jurídicos que permiten su gobernanza, incluyendo la minimización de riesgos y la
respuesta en caso de producción de daños o efectos inesperados o no deseados (61) . Se sitúa en la
consideración de los sistemas multiagente como artefactos basados en instituciones electrónicas o en
línea (electronic / on-line institutions), y de los sistemas de IA generativa (LLM, FM, DL) como
instrumentos basados en la teoría matemática de procesos estocásticos (con el precedente de las redes
neuronales) para el tratamiento del lenguaje.

5.5. El diseño de ecosistemas éticos y jurídicos

Como resultado, el enfoque empírico escogido permite incentivar y promover la aparición de
ecosistemas regulatorios que incorporan las cadenas de valor ética y jurídica de la IA (CVIA). Su
objetivo es la materialización de valores en la organización, coordinación e implementación de los
sistemas autónomos inteligentes (o sistemas multiagente) y de la IA generativa en contextos y
plataformas específicos. Este campo está experimentando un rápido desarrollo, especialmente desde que
el concepto se ha incorporado en varios considerandos y artículos de la legislación europea reciente,
constituyendo una guía para la mitigación de riesgos, la promoción de los valores éticos y el desarrollo
de protecciones basadas en los derechos humanos. Pero dejando aparte el desarrollo legislativo, existen
desde el punto de vista de la computación algunas propuestas basadas en una aproximación en abstracto
a la dimensión ética en las interacciones y los flujos de información. Subrayan consistentemente la
importancia de una perspectiva de escala y la distinción entre los distintos niveles y grados en la
interacción entre humanos, robots y sistemas de información (Human-Machine Interaction, HMI) (62) .
Las interacciones, a su vez, pueden ser formalizadas (63) . Lo que debemos subrayar es que la
formalización también es (por lo menos parcialmente) aplicable en la coordinación de los distintos
módulos y niveles de procesamiento de información en las plataformas, tal como hemos efectuado ya en
el campo de las manufacturas inteligentes (smart manufacturing). La CVAI puede ser, pues, más
compleja y extensa de lo que hasta ahora ha sido considerada (64) . (Retomaremos específicamente este
tema en las Secciones 8, 9 y 10).

5.6. El diseño de la dimensión ética y jurídica de la cadena de valor

Una vez establecidos los contextos y escenarios posibles dentro y fuera de las plataformas, habría que
plantear la compatibilidad entre la selección de valores que se implementan, los requerimientos
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procedentes de la interpretación de las diferentes disposiciones normativas, y la cadena de valor de la IA
en el mercado. No hay un único modo de realizar esta operación, y tampoco puede obviarse la función
económica de la cadena de valor para las empresas y corporaciones tecnológicas. En este sentido, los
investigadores del Ada Lovelace Institute relacionaron tempranamente, cuando aún se estaba
discutiendo la versión final del Reglamento europeo de IA, la cadena de valor de la IA con las estrategias
de mercado de la economía de plataforma: «hay dos formas principales en que los sistemas GPAI
[general-purpose AI] y sus modelos subyacentes se hacen accesibles a los desarrolladores posteriores en
el mercado: a través de API [application programming interface] y mediante acceso de código abierto»
(65) . Corresponden a dos modos distintos de monetización y de relación con los usuarios. En la
primera, el control sobre el modelo y el código permanece en manos del proveedor. En la segunda, el
modelo o algunos de sus elementos se sitúan en el dominio público y se permite su modificación y
distribución según los términos que establezca la licencia.

5.7. La cadena de valor ética y jurídica como incentivo de gobernanza financiera

Finalmente, puede subrayarse el carácter incentivador que la CVIA posee en los espacios comunes de
datos para los instrumentos financieros. En contraste con la nueva política monetarista norteamericana,
que apuesta al mismo tiempo por las criptomonedas y criptoactivos sin apenas restricción y la defensa
de la posición central del dólar —i.e., por una versión directamente económica, privada y corporativa de
la CVIA (66) —, la UE apuesta por la defensa de los derechos de los inversores, consumidores y
ciudadanos en el espacio de datos comunes financieros. La regulación europea pretende conseguir, a
grandes rasgos, que los datos financieros sean compartidos mediante la creación de «finanzas abiertas»
(Open finance) (67) y el establecimiento de medidas de protección incluidas en el Reglamento de
mercados de criptoactivos (MiCA) (68) . Según la OECD (2023), la práctica de compartir datos de
empresas financieras permitiría circunscribir mejor la situación financiera de los usuarios y obtener una
mayor interoperabilidad entre sus distintos ámbitos. Por su parte, el Reglamento define los criptoactivos
como «una representación digital de un valor o de un derecho que puede transferirse y almacenarse
electrónicamente, mediante la tecnología de registro distribuido [distributed ledger technology] o una
tecnología similar» (69) . Distingue entre criptodivisas o criptomonedas y tokens. En todo caso, consiste
en la representación digital de un valor, i.e., en datos que pueden almacenarse, operarse, transferirse y
convertirse asimismo en inteligencia. La CVIA, en este caso, proviene de la seguridad, transparencia y
trazabilidad logradas en los diversos niveles, independientemente de su dimensión pública o privada. Se
trata de una gobernanza descentralizada que facilita (como enabler) la transmisión y creación de valor
en las transacciones. De ahí la importancia de los espacios comunes de datos para contextualizarlas y
regenerar el espacio público (70) , así como las ideas procedentes del Semantic Web Consortium (W3C)
para redefinir la identidad digital en el denominado «paradigma de la identidad digital auto-soberana»
(Self-Sovereign Identity paradigm), i.e., dirigida a la gestión de datos sin depender de una autoridad
central (71) .

6. El Reglamento Europeo de Inteligencia Artificial

Vayamos ahora al Reglamento, a la denominada Ley Europea de la IA (72) . En los documentos
previos de carácter normativo se subrayaban los valores éticos que deben preservarse en la cadena de
valor y la cadena de responsabilidades que debía dibujarse. Por ejemplo, el documento titulado Marco de
los aspectos éticos de la inteligencia artificial, la robótica y las tecnologías conexas (2020) estipula los
principios de necesidad y proporcionalidad (73) , así como la protección de ciudadanos y consumidores.
El Parlamento:

32. Sostiene que los valores éticos de la equidad, la exactitud, la confidencialidad y la
transparencia deben ser la base de estas tecnologías, lo que en este contexto implica que sus
operaciones deben concebirse de tal manera que no generen resultados sesgados;

78. Subraya la importancia de que haya un marco regulador para la inteligencia artificial que se
aplique en aquellos casos en que los consumidores, dentro de la Unión, sean usuarios de un
sistema algorítmico, estén sujetos a tal sistema, sean los destinatarios de tal sistema o estén
orientados a él, independientemente del lugar en que estén establecidas las entidades que
desarrollen, comercialicen o utilicen dicho sistema; estima además que, en aras de la seguridad
jurídica, las normas establecidas en dicho marco deben aplicarse a todos los desarrolladores y a
toda la cadena de valor, a saber, el desarrollo, el despliegue y el uso de las tecnologías pertinentes
y sus componentes, y deben garantizar un alto nivel de protección de los consumidores (74) .

En los documentos sobre responsabilidad civil, también se subrayaba la incidencia de la
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corresponsabilidad sobre la cadena de valor y la cadena de suministros (75) . La «responsabilidad
compartida» debía estar en consonancia con los valores y distribuirse a lo largo de toda la cadena. Así se
habían pronunciado los expertos en derecho civil desde hacía tiempo, estableciendo que «los robots
impulsados por IA en espacios públicos deberían estar sujetos a una responsabilidad objetiva [strict
liability] por los daños resultantes de su funcionamiento», señalando, por cierto, que «debemos
resistirnos a las peticiones de establecer una personalidad jurídica basadas en la ciencia ficción» (76) .

En la Propuesta de Reglamento, el concepto de cadena de valor había sido también asumido como
central, casi como espina dorsal (i) de la integración en el mercado de los sistemas de inteligencia
artificial (ii) de la protección de los derechos de los ciudadanos (iii) de la cadena de obligaciones y
requisitos que deben cumplir los sistemas de IA que se comercialicen. En un principio, la Exposición de
Motivos de la Propuesta vinculaba directamente la cadena de valor con los derechos fundamentales:

Sirviéndose de un conjunto de requisitos destinados a conseguir que la IA sea fiable y que se
impongan obligaciones proporcionadas a todos los participantes en la cadena de valor, la
propuesta reforzará y promoverá la protección de los derechos salvaguardados por la Carta: el
derecho a la dignidad humana (artículo 1), el respeto de la vida privada y familiar y la protección
de datos de carácter personal (artículos 7 y 8), la no discriminación (artículo 21) y la igualdad
entre hombres y mujeres (artículo 23). Su objetivo es evitar un efecto paralizante sobre los
derechos a la libertad de expresión (artículo 11) y de reunión (artículo 12), y garantizar el
derecho a la tutela judicial efectiva y a un juez imparcial, la presunción de inocencia y los
derechos de la defensa (artículos 47 y 48), así como el principio general de buena administración
(77) .

Inmediatamente, en la versión final del Reglamento, la expresión se convierte en cadena de valor de
la IA. Así, en el título 1, «se proporciona una definición clara de los principales participantes en la
cadena de valor de la IA, como los proveedores y los usuarios de sistemas de IA, entre los que se
incluyen los operadores públicos y privados para garantizar la igualdad de condiciones». En el texto
definitivo, la idea se amplía para cubrir todas las dimensiones y niveles de la generación de sistemas de
IA, su introducción en el mercado, la pirámide de riesgos y conceptos relacionados —como el de
cumplimiento normativo— con el proceso global. En el considerando 83 (78) y el 88 (79) son explícitos
respecto a la centralidad de la cadena de valor tanto en el ciclo de producción e implantación de los
sistemas de IA como en su calidad de componentes de otros sistemas. Especialmente el Considerando
101 establece:

Los proveedores de modelos de IA de uso general tienen una función y una responsabilidad
particulares a lo largo de la cadena de valor de la IA, ya que los modelos que suministran pueden
constituir la base de diversos sistemas de etapas posteriores, que a menudo son suministrados por
proveedores posteriores que necesitan entender bien los modelos y sus capacidades, tanto para
permitir la integración de dichos modelos en sus productos como para cumplir sus obligaciones en
virtud del presente Reglamento o de otros reglamentos (80) .

Así pues, la Ley de IA de la UE menciona la CVIA desde el principio, en varios considerandos y
artículos (especialmente el artículo 25: Responsabilidades a lo largo de la cadena de valor de la IA (81) ;
y en el artículo 56: Código de Buenas Prácticas) (82) . Esta perspectiva se ha proseguido en los tres
capítulos del Código de buenas prácticas para los proveedores de modelos de IA de uso general (83) y,
especialmente, en las Directrices sobre el alcance de las obligaciones de los modelos de IA de propósito
general, que vincula directamente la posición de las CVAIs con la cadena de responsabilidad que
conllevan (84) .

La cuestión es cómo. ¿De qué forma se compatibiliza la protección de derechos, la concatenación de
obligaciones, el cumplimiento de requisitos formales y procesales, y lo que parece más importante para
el Reglamento, la construcción del mercado digital europeo? ¿Y con qué métricas va a operarse para
medir y validar los resultados? ¿Cómo se alinea la cadena de valor económica con la jurídica y ética? ¿Y
qué papel debe cumplir el desarrollo de intangibles como la lengua, la cultura? ¿Y cómo va a medirse?

Estos problemas no están resueltos (85) . Hay una mezcla entre las cadenas de valor para la IA que
hemos identificado en los puntos anteriores. Los documentos más específicos respecto a la CVAI ─i.e. la
evaluación de impacto del Reglamento de IA (86) y el estudio adicional que le asiste (87) ─ poseen esta
característica, puesto que al mismo tiempo que la definen a lo largo del ciclo de vida e implementación
de los sistemas, la asocian con la producción de riesgos y su mitigación para proteger los derechos de los
ciudadanos (88) .
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Estos documentos responden a la perspectiva creada por el Libro Blanco de Inteligencia Artificial
(2020), basada en dos pilares explícitos: (i) el marco político del denominado «ecosistema de excelencia
a lo largo de toda la cadena de valor, partiendo de la investigación y la innovación» (ii) un futuro marco
normativo para la inteligencia artificial en Europa que generen un ecosistema de confianza exclusivo,
basado en el «cumplimiento de las normas de la UE, especialmente las normas de protección de los
derechos fundamentales y los derechos de los consumidores».

La cadena de valor de la IA se presenta y es empleada, pues, como un concepto fundamental en una
normativa europea que pretende abordar al mismo tiempo (i) la gestión de un mercado digital europeo
en expansión (ii) la protección de los derechos de ciudadanos y consumidores, además de los derechos
humanos y de los fundamentales (iii) la implementación de los denominados «valores europeos»
respecto a la política económica a seguir en la UE (iv) la implementación de valores éticos para la IA, tal
como habían sido ya definidos por los cuatro entregables del grupo de expertos en 2018 y 2019 (89) (v)
la defensa de la «soberanía digital» (90) en la protección y gestión de datos respecto a la dependencia
del mercado global, las agendas corporativas de las grandes corporaciones tecnológicas, y su defensa
mediante la política pública e intervención en las relaciones internacionales de los estados no miembros
con poder para ello (especialmente, EE. UU., Rusia y China) (vi) la construcción de nuevos instrumentos
jurídicos «horizontales» para la promoción de la innovación y el uso de la IA en la industria, los sectores
estratégicos (como energía, química y farmacia), y las dimensiones definidas por los catorce espacios de
datos comunes europeos. La «horizontalidad» de los instrumentos de regulación solo puede
comprenderse si éstos se enmarcan en la línea de la cadena de valor entre todos los agentes que
participan en la elaboración e implementación de los programas de IA simbólica, y sobre todo
generativa, en los productos y servicios introducidos en el mercado.

Hay una cadena de obligaciones (91) , una cadena de creación de valor económico mediante la IA,
una cadena de suministro, una cadena global, y una cadena de cumplimiento normativo (compliance), de
las que se habla de forma equivalente sin que hayan sido definidas ni teorizadas. Solo se define en el
Glosario, inmediatamente después del concepto de soberanía digital, la «cadena de valor de los datos»
(data value chain), sin indicar tampoco qué parámetros van a tenerse en cuenta y cómo pueden ser
medidos y comparados a lo largo de la cadena de producción descendente de bienes y servicios (92) .

Hay otras tensiones que cabe señalar. En el Reglamento no solamente aflora la competición y el
conflicto abierto (ya no latente) con las grandes corporaciones tecnológicas norteamericanas, sino
también la tensión entre la soberanía de los estados y la centralización de poder y de gestión europea.
Los principios subyacentes en el Reglamento apuntan en esta dirección: (i) Subsidiariedad (reforzar las
competencias de la UE frente a los Estados nacionales) (ii) proporcionalidad (equilibrar las posiciones de
la  UE y los  Estados nac iona les;  y  los diferentes intereses que cumplen las normas) (i i i)
complementariedad (armonización jurídica) (iv) seguridad jurídica (certeza de las disposiciones y
normas legales) (93) .

Creo que el conflicto con los denominados «gobernantes» de la cadena de valor emerge en la
redacción final del Reglamento, que especifica una serie de sanciones fuertes en la línea ejecutiva
vertical del estado de derecho. Hay un predominio y una preocupación evidentes por el desarrollo de
corporaciones europeas que puedan hacer frente a las que dominan el mercado global. Los Informes
DRAGHI (tanto el de septiembre de 2024 como su revisión en septiembre de 2025) insisten en la
suavización de los requisitos exigidos por los Reglamentos de protección de datos y de IA para promover
la competencia, siguiendo el esquema de PORTER sobre la creación de ventajas competitivas (94) . El
primero ha constituido la base para elaborar la presente estrategia de la UE.

Pese a las proclamaciones que se repiten, la crítica ha señalado el desequilibrio normativo continuado
y, en particular, la protección medioambiental. Este es uno de los aspectos más descuidados en el
Reglamento, puesto que no existe ninguna autoevaluación al respecto para los desarrolladores e
introductores en el mercado. Ugo PAGALLO ha puesto de relieve esta anomalía (95) , entre otras, como
la de haber asumido acríticamente los beneficios de la IA generativa y haber emprendido la revisión
excesivamente frecuente de la ley para abordar los avances tecnológicos (96) , como comprobaremos en
las secciones siguientes (7 y 8).

7. La reciente estrategia europea para el fomento de la innovación y la competencia

El esfuerzo de construir un mapa basado en las múltiples deficiencias y riesgos del desarrollo
industrial europeo es encomiable. Ello ha permitido identificar: (i) riesgos de la cadena de suministros
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(incluida la seguridad energética); (ii) riesgos para la seguridad de las infraestructuras; (iii) riesgos
deficitarios respecto al talento; (iv) riesgos de dependencia económica.

En el Plan de Acción «Continente de IA» (abril, 2025), se especifican cinco pilares para el incentivo de
la competencia: (i) ampliar la infraestructura pública mediante el establecimiento de «gigafactorías
eficientes en el uso de los recursos, que integren una capacidad informática masiva en los centros de
datos»; (ii) adoptar nuevas medidas «para garantizar un mayor acceso a datos de alta calidad para
quienes innoven en materia de IA»; (iii) estimular «un mayor desarrollo de los algoritmos de IA y
aprovechar su adopción en los sectores estratégicos de la UE»; (iv) reforzar las capacidades en IA
mediante la formación, retención y atracción de talentos; (v) «facilitar el cumplimiento del Reglamento
de Inteligencia Artificial, en particular para los innovadores más pequeños».

La recepción de este planteamiento ha sido ambivalente. Se ha tendido a acogerlo de forma prudente,
aunque ha habido incluso quien lo ha calificado de tímido, abogando por un principio de «armonización
competitiva» más decidida para acabar con la fragmentación normativa (97) . Pero se ha señalado
asimismo que el principio que había guiado la política económica hasta ahora, «tan abierta como sea
posible, tan autónoma como se necesite» (98) , ha sido decantado hacia su converso: «tan autónoma
como sea posible, tan abierta como se necesite» (99) . Otra vez, ha habido interpretaciones positivas,
pues al fin, «quizás la desventaja europea no sea una crisis, sino una condición para la transformación»,
i.e. puede significar «una catálisis para la autonomía transformadora» (100) . Y también negativas,
puesto que, según algunos autores, lo que subyace a esta estrategia sería una política que «prioriza la
independencia jurisdiccional sobre la soberanía ciudadana, que adopta una lógica de carrera global de IA
y que descuida en gran medida su impacto en las personas fuera de la UE» (101) .

Desde un punto de vista técnico de la cadena de valor en IA generativa, se ha señalado que «el AI
Continent Action Plan representa un esfuerzo ambicioso y necesario, pero presenta un enfoque
desequilibrado que no aprovecha óptimamente las ventajas competitivas europeas en la cadena de valor
de la IA» (102) . El programa RAISE, dirigido a la incentivación y promoción de la IA en la ciencia básica
y aplicada, busca justamente esta incentivación, la conexión con las empresas y, al mismo tiempo, el
impulso del intercambio y la interconexión en ciencia abierta del conocimiento basado en el uso de las
técnicas de IA. Se busca armonizar el conocimiento desagregado. Esta política se dirige a los Estados
miembros de la UE, siguiendo los cuatro ámbitos prioritarios de desarrollo definidos en la
Recomendación del Consejo de 24 de junio de 2025 sobre los objetivos de actuación del Espacio Europeo
de Investigación [EEI] para 2025-2027: (i) fortalecer un mercado interior para el conocimiento
realmente funcional; (ii) abordar conjuntamente la transición ecológica y la transformación digital y
otros retos con repercusiones en la sociedad, y aumentar la participación de la sociedad en el EEI; (iii)
mejorar el acceso a la excelencia en materia de investigación e innovación y mejorar las interconexiones
entre los ecosistemas de innovación en toda la Unión; (iv) promover inversiones y reformas concertadas
en investigación e innovación (103) .

Sin embargo, resulta claro que, además de mencionar como ámbitos prioritarios a los retos ecológicos
y sociales (como el de aumentar la participación ciudadana), el primer objetivo es el del desarrollo de la
innovación y su aplicación práctica para crear valor en el mercado o «valor añadido europeo» (104) , i.e.
incidir en la cadena de valor:

Estas políticas estructurales y acciones se centran en i) aportar un claro valor añadido [énfasis
añadido] en el ámbito nacional y europeo; ii) generar efectos mediante la producción de
resultados concretos y resultados tangibles en un plazo de tres años; iii) basarse en la creación
conjunta constante entre los Estados miembros, la Comisión y, cuando corresponda, los países
asociados y las partes interesadas; iv) ser autónomas con una actividad principal; y v) aplicarse de
forma voluntaria y en geometría variable, lo que permitirá flexibilidad respecto a la medida en que
pueden participar los países. Para que se apliquen, las políticas estructurales y las acciones del EEI
deben garantizar la participación de al menos la mitad de los Estados miembros (105) .

La preocupación proviene principalmente del comportamiento y recepción de las empresas, start ups y
pymes. Pero también hay que señalar cierta falta de realismo. Ha habido críticas fundadas al respecto:

El plan presenta desequilibrios preocupantes y deja sin abordar elementos fundamentales. La
apuesta masiva por gigafactorías amenaza con un consumo masivo de recursos financieros para
competir en el eslabón donde Europa tiene menor ventaja competitiva. Con 20.000 millones de
euros para cinco instalaciones, Europa está intentando replicar el modelo estadounidense de
«escala bruta» cuando llega tarde y con presupuestos insuficientes comparados con la
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competencia global. La escala real del desafío se evidencia al comparar con la competencia: Meta,
una sola empresa, ya posee más de 600.000 H100 equivalentes y planea superar 1,3 millones de
GPU para finales de 2025, con una inversión de 60.000-65.000 millones de dólares solo este año.
En contraste, las cinco gigafactorías europeas sumarían ~500.000 chips de IA con 20.000 millones
de euros en total. Europa está intentando competir a nivel continental con lo que una empresa
estadounidense ejecuta individualmente y llegando tarde: mientras Meta ya opera con esta escala,
las gigafactorías europeas no estarán operativas hasta 2028 (106) .

Por mi parte, me centraré en la perspectiva ética y jurídica. Los documentos programáticos de la EU
para hacer frente a la posición dominante de los gigantes tecnológicos —la «Brújula» y el
«Continente»— inclinan la balanza de la cadena de valor hacia la construcción de un mercado digital
europeo mediante gigafactorías, factorías, y antenas que asuman una contraposición dominante, presten
servicio a las necesidades de la industria, y aseguren la autonomía y la denominada «soberanía digital»
europea. Por lo tanto, interpretan la CVIA casi exclusivamente desde el punto de vista económico (y
político) de la competitividad, asumiendo que la construcción de la pirámide de riesgos, la redacción del
artículo 25 de la Ley de IA y la elaboración de Buenas Prácticas es suficiente para lograr al mismo
tiempo los objetivos éticos y jurídicos de los derechos civiles y humanos.

La impresión que producen estas propuestas es que intentan recoger el guante de la competencia
siguiendo la misma estrategia de dominación del mercado que sus rivales, i.e. sitúan la CVIA casi
exclusivamente en la esfera de una gobernanza económica y política, pero sin respetar la flexibilidad de
los modelos jurídicos del derecho norteamericano y del derecho común (vid. supra, sección 2). El Índice
AI 2025 de Stanford señala que en 2024 se produjeron 40 nuevos modelos de IA generativa en USA
(por 15 en China, y solamente 3 en Europa) (107) . La propia UE confirma estos datos (108) . En los
últimos veinte años, Europa ha descendido en número de modelos, patentes y publicaciones (109) .
Respecto a la investigación en IA, es de notar que China lidera ya en número de publicaciones (110) .

Es preocupante la polarización y que el desarrollo de los mercados de IA se decante tan claramente
del lado norteamericano, pero lo es aún más la réplica europea de sus estrategias de mercado en
condiciones adversas, máxime cuando hay indicios de que una cuota significativa de la inversión que se
realiza en las empresas europeas revierte en realidad al capital de las norteamericanas, y que el capital
humano sigue un patrón parecido (111) . Volveremos sobre ello más adelante (sección 8), puesto que el
incentivo de los mecanismos de coregulación al mismo tiempo que la mejora de los procedimientos de
protección y de resolución de conflictos, incluyendo especialmente los procedimientos judiciales, puede
consolidar y robustecer las vías de gobernanza jurídica de la inteligencia artificial. I.e., constituiría una
forma de diseñar cadenas normativas de valor que puede compadecerse con la estrictamente económica.

Es sorprendente, además, que estos programas reproduzcan el optimismo respecto a la inteligencia
artificial general (IAG) a través de la estrategia de la IA generativa que muestran los documentos de
Open AI, Palantir o Microsoft (112) , para los que, en aras a alcanzar ese objetivo, no les duelen
prendas: la IAG se sitúa como una prioridad que justifica el crecimiento sin límite de la propia
corporación. Habría que diferenciar la utilidad de los modelos de LLM con relación a sus condiciones de
producción y usabilidad. Respecto a las primeras, las múltiples demandas basadas en la violación de
propiedad intelectual han advertido sobre los límites de la apropiación indiscriminada de datos. Respecto
a la segunda cuestión, Nicholas TALEB ha usado el símil de self-liking lollipop —otra versión de la coleta
del barón de Münchhausen— para referirse a la progresiva autoreferencia de la alimentación y
producción de resultados de ChatGPT (113) . No se trata, en efecto, de la gestión de conocimiento
diseminado en la red, sino de su representación en modelos probabilísticos. Es un instrumento
extremadamente útil, con la capacidad de transformación del mercado, una gran incidencia en la gestión
de empresas, el mercado laboral, y la vida cotidiana de los ciudadanos, pero de ahí no se sigue que su
inmensa potencia de cálculo pueda convertirse y generalizarse en objeto de política pública para la
innovación per se, y menos para la generación de servicios. Resulta cada vez más clara la necesidad de
intervención humana en sus procesos de desarrollo e hibridación con modelos simbólicos y semánticos.
Conviene recordarlo porque el plan del Continente se relaciona directamente con esta capacidad (114) .

La innovación de las grandes corporaciones norteamericanas se basa también en una fuerte
competición por los segmentos de mercado. Sustituirla por una cooperación mutua coordinada y
planificada, como plantea la Brújula y su Anexo, financiada mediante políticas públicas y legitimada por
la autonomía del principio de soberanía digital puede significar en realidad priorizar la construcción
política frente a la social. Esto deja en el aire la relación estrecha que existe a nivel micro —i.e., en las
transacciones reales— entre los mecanismos de negociación y compensación que entraña el principio de

16 / 52



responsabilidad contractual y extracontractual, y su efecto económico y social.

Priorizar la autonomía e insistir en la defensa de los valores europeos y la reducción de l a
dependencia como estrategia genérica (por no hablar del gasto militar y en ciberseguridad) debería
entrañar una atención mayor y complementaria a la protección al consumidor, y a la implementación de
derechos en situaciones concretas —vulnerabilidad, discapacitación, educación, etc. Sin embargo, a
pesar de las declaraciones y proliferación de normativa al respecto, ello no se ha producido y no se ha
seguido con la misma atención. En todo caso se presupone como un punto ya adquirido en los valores
europeos, compatible con una desregulación promovida como «suavización» de requisitos
administrativos.

Hay que mencionar los dos documentos más recientes que desarrollan esta línea de reforma de los
requisitos de la Ley de IA inicial. En octubre de 2025, la estrategia europea intenta reforzarse mediante
un plan general de incentivación de la IA en todos los sectores, denominado Estrategia de uso de la IA,
con tres objetivos:

(i) Introducir iniciativas emblemáticas sectoriales para impulsar el uso de la IA en sectores
industriales clave de la economía de la UE y en el sector público; (ii) abordar los retos
transversales para apoyar una mayor adopción de la IA por parte de las pymes; propiciar una
mano de obra preparada para la IA en todos los sectores; aprovechar las capacidades avanzadas
de IA; y garantizar la confianza en el mercado; (iii) establecer un mecanismo único de gobernanza
para liderar un enfoque sectorial y fomentar un proceso dinámico de colaboración entre las partes
interesadas (115) .

El mecanismo único de gobernanza consiste en tres ámbitos de entes activos para la coordinación del
proceso, el Comité de IA (coordinación de los estados), la Alianza para el uso de la IA (punto de partida
único para partes interesadas destinado a configurar las políticas en materia de IA para sectores
estratégicos) y el Observatorio de IA (para supervisar las tendencias, elaborar indicadores y facilitar el
diálogo). Uno de los sectores relevantes —junto con medicina, farmacia, robótica, energía, educación
tecnológica, cultura, entre otros— es la administración pública (116) .

Este plan de la Estrategia de Uso de la IA (2025) concluye:

La Estrategia de Uso de la Inteligencia Artificial está diseñada para ayudar a las industrias y al
sector público a comprender mejor lo que esta puede hacer, dónde es eficaz y cómo puede
aportar ventajas competitivas. Anima a las organizaciones a dar más importancia a la IA en sus
esfuerzos de resolución de problemas. Al proponer políticas transversales y sectoriales, la
Estrategia ofrece un modelo para apoyar el despliegue y la ampliación de las soluciones de IA
pertinentes. Al establecer un mecanismo único de gobernanza, la Estrategia fomenta el diálogo
entre los responsables políticos y las diferentes comunidades sectoriales. Al conectar y reforzar los
instrumentos relacionados con la IA, sirve de plan rector para la plena adopción e integración de la
IA en los sectores estratégicos de la UE, lo que conduce a reforzar el «Continente de IA» (117) .

El 19 de noviembre del mismo año, la Comisión publica la propuesta para un nuevo Reglamento
Ómnibus digital sobre la IA (con Anexos) estableciendo la consulta y participación de las industrias en
todos los sectores y espacios estratégicos. Ha sido elaborado para implementar los documentos
programáticos y reformar la Ley de IA (2024) en los puntos que deben adecuarse a la nueva estrategia.
Esta enmienda se produce antes de que el cuerpo de la Ley haya entrado en vigor (el 2 de agosto de
2026 y 2027). Denota, pues, la urgencia de modificarla, puesto que las consultas ya realizadas «revelan
desafíos de implementación que podrían poner en peligro la entrada en vigor efectiva de disposiciones
clave de la Ley de IA […] La Comisión está adoptando medidas adicionales para facilitar el cumplimiento
de la Ley de IA y abordar las preocupaciones planteadas por las partes interesadas» (118) .

Es un conjunto extenso y complejo de enmiendas del articulado anterior para promover la
consistencia de las normas de la Ley de IA, facilitar su cumplimiento, simplificando los trámites, pero
especificando que se mantendrá «el mismo nivel de escrutinio» (119) . Puede compararse con el tipo
más horizontal de consultas efectuadas, por ejemplo, en Canadá, para comprobar la diferencia de
posición respecto a las empresas, las cuales deben seguir demostrando que cumplen con los
requerimientos, aunque estos se simplifiquen (120) . Una de las medidas a desarrollar son las
«Directrices sobre la aplicación práctica de las normas sobre responsabilidades [responsibilities] a lo
largo de la cadena de valor de la IA» (121) . Pero, ¿en qué consiste esta cadena de valor de la IA?
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8. La cadena ética y jurídica de valor

Al mismo tiempo que se publicaba el Informe del Continente Europeo en febrero de 2025, la Comisión
retiraba la Propuesta de la Directiva sobre responsabilidad en materia de IA que ya se había presentado
como proposición. Esto era inusual: no había razones jurídicas para ello (122) . La Directiva (UE)
2024/2853 sobre productos defectuosos ya había reformulado la ley de 1985 para adaptarla a la era
digital e incluir software e IA (123) . No había razones para no seguir avanzando por esta vía: las
razones, en efecto, eran políticas. El eurodiputado Axel Voss, ponente de la Directiva, condenó l a
decisión de la Comisión, afirmando que ésta había optado decididamente por «la incertidumbre jurídica,
los desequilibrios de poder corporativo y un enfoque del Salvaje Oeste que sólo beneficia a las grandes
tecnológicas» (124) . No le faltaba razón. No sólo se retiró esta proposición, sino treinta y seis más
(algunas asimismo importantes, sobre protección de derechos, transparencia y antidiscriminación) (125)
. Fueron consideradas «redundantes». En el caso de la responsabilidad extracontractual, la Propuesta
daba soluciones para una responsabilidad ex post, y no ex ante (126) , como la Ley de IA. En su
Exposición de Motivos, la Propuesta especificaba:

Las normas nacionales en vigor en materia de responsabilidad civil, particularmente las que se
basan en la culpa, no son adecuadas para tramitar las denuncias de responsabilidad civil por daños
causados por productos y servicios en los que se recurre a la IA. Con arreglo a dichas normas, las
víctimas deben demostrar que ha habido una acción u omisión ilícita por parte de una persona que
ha causado el daño. Las características específicas de la IA, incluidas su complejidad, su autonomía
y su opacidad (el denominado efecto de «caja negra»), pueden dificultar o hacer excesivamente
costoso para las víctimas determinar cuál es la persona responsable y probar que se cumplen los
requisitos para una demanda de responsabilidad civil admisible. En particular, al reclamar una
indemnización, las víctimas podrían tener que soportar unos costes iniciales muy elevados y
enfrentarse a procedimientos judiciales mucho más largos, en comparación con los casos sin
relación alguna con la inteligencia artificial. Por lo tanto, las víctimas pueden verse disuadidas de
intentar siquiera obtener una indemnización (127) .

Especialmente la carga de la prueba de la culpa y la causalidad pueden resultar difíciles de probar. En
los tribunales norteamericanos, la doctrina del «uso legítimo» [fair use] ha legitimado el entreno de
grandes modelos de lenguaje como CLAUDE (128) . Y en algunos ordenamientos europeos se exige
explicitar la causación del daño, i.e. la relación entre la causa alegada y el efecto producido, cosa que,
en los LLMs, debido a su opacidad, acaba siendo imposible. Así que en la Directiva se introducía una
presunción de responsabilidad refutable (juris tantum), excepto cuando el demandado demostrase que el
demandante podía acceder razonablemente a pruebas y conocimientos especializados suficientes para
demostrar el nexo causal (en el caso de los sistemas de IA de alto riesgo) (129) . La evaluación de
impacto que acompañaba a la Propuesta subrayaba los efectos de la seguridad jurídica y la reducción de
la incertidumbre sobre la cadena de valor:

La falta de confianza y la consiguiente menor adopción de productos y servicios basados en IA
probablemente afectarán a todas las empresas involucradas en el despliegue de la IA, generando
pérdidas de oportunidades de mercado. Esto incluye también a las entidades de la cadena de valor
de la IA, como investigadores, desarrolladores y proveedores de tecnologías o equipos
relacionados (por ejemplo, proveedores de servicios en la nube), quienes probablemente se
enfrentarán a una menor demanda [énfasis añadido] (130) .

Así, la evaluación concluía que:

La consecuencia práctica de esta situación es injusta y económicamente ineficiente. Por un lado,
quienes asumen riesgos y se benefician de la integración de la IA en sus actividades podrán
repercutir en las víctimas los costes asociados a su uso. Por otro lado, las víctimas —ya sean
personas físicas o jurídicas— se verán sobrecargadas con costes que no pueden evitar. El marco
de responsabilidad civil, por tanto, no cumpliría su función de prevenir conductas indeseadas y
garantizar una asignación eficiente de los costes asociados a los riesgos (131) .

La Propuesta se basaba en la posibil idad de efectuar demandas de responsabil idad civil
extracontractual (132) , coadyuvada por mecanismos que las facilitasen. Era un instrumento ya
existente, suficiente para armonizar la finalidad de protección y compensación de daños para todas las
jurisdicciones de los países de la UE y evitar múltiples interpretaciones distintas según su objeto en
campos tan dispares como las finanzas, la propiedad intelectual, el diseño industrial, la seguridad viaria
o el propio procedimiento judicial. Aclaraba cuestiones relativas a la carga de la prueba y a las
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condiciones de revelar información confidencial sobre los algoritmos que constituían —y siguen
constituyendo— problemas recurrentes (133) . Además, facilitaba una mejor asignación de costes a lo
largo de la cadena de valor para las compañías aseguradoras (134) .

Paradójicamente, la retirada de esta Propuesta ha significado volver al estado anterior. Como ha
señalado la crítica, «esta situación ilustra lo que podría denominarse la "falacia de la fragmentación", es
decir, la creencia de que menos normas a nivel de la UE implican necesariamente una menor carga
regulatoria» [énfasis añadido] (135) .

Cuatro meses antes de su retirada, en septiembre de 2024, la Comisión de Asuntos Jurídicos (JURI)
del Parlamento Europeo solicitó una evaluación de impacto complementaria de la propuesta. El nuevo
análisis crítico identificó deficiencias clave en la evaluación de impacto de la Comisión Europea, entre las
que destacaban una exploración incompleta de las opciones de política regulatoria y un análisis de coste-
beneficio reducido, en particular del régimen de responsabilidad objetiva. El nuevo estudio proponía que
la AILD ampliase su ámbito de aplicación para incluir sistemas de IA de propósito general y otros
sistemas de IA de gran impacto, además del software. Asimismo, analizaba un marco de responsabilidad
mixta para equilibrar la responsabilidad por culpa y la responsabilidad objetiva. El estudio recomendaba
no la regulación mediante una Directiva —que requiere la aprobación de los parlamentos nacionales—
sino directamente mediante un Reglamento sobre la responsabilidad del software, para evitar l a
fragmentación del mercado y aportar claridad a las interpretaciones. Planteaba asimismo un retorno a la
propuesta anterior de responsabilidad solidaria (joint liability). Así:

El principal dilema en torno a la responsabilidad solidaria radica en la distribución de la
responsabilidad a lo largo de la cadena de valor de la IA. El artículo 25 de la Ley de IA,
incorporado en el último estadio de la ley, define ciertas situaciones en las que el implementador
[deployer] (136) se convierte en el nuevo proveedor, asumiendo la responsabilidad principal del
cumplimiento de la Ley de IA. Una disposición similar no figura ni en la Directiva de Protección de
Datos (DPD) revisada ni en la Directiva de Inteligencia Artificial (DIA). El problema fundamental de
la responsabilidad a lo largo de la cadena de valor puede formularse, en principio, de la siguiente
manera: para garantizar una indemnización efectiva, el último actor de la cadena —aquel que se
enfrenta a la parte perjudicada, a menudo un implementador (el actor final de la cadena)—
debería ser considerado responsable si se cumplen las condiciones de responsabilidad previstas en
la legislación nacional. Dicha entidad o persona suele ser el punto de contacto más accesible para
la persona perjudicada. Sin embargo, otras entidades anteriores en la cadena también deberían
ser responsables, bajo ciertas condiciones definidas principalmente por la legislación nacional:
primero, porque el último actor podría ser insolvente; y segundo, porque la culpa real podría
recaer en otras entidades de la cadena de valor (137) .

Phillip HACKER, el autor de la evaluación de impacto complementaria, sintetiza así su propuesta:

Responsabilidad solidaria a lo largo de la cadena de valor. El reparto equitativo de la
responsabilidad en la cadena de valor de la IA, especialmente en los sistemas de IA de propósito
general, exige un marco de reparación simplificado en la Directiva sobre IA (AILD), para reducir la
dependencia de diversas legislaciones nacionales y fomentar un entorno jurídico coherente en la
UE. Partiendo de las disposiciones de la Directiva sobre Protección de Datos (PLD) y la Ley de
Protección de Datos, tres opciones políticas —la presunción de responsabilidad compartida, el
apoyo a las PYME y la protección de las partes posteriores en la cadena de suministro
[downstream parties] (138) — ofrecen distintos mecanismos para garantizar una compensación y
una distribución de la responsabilidad justas. Estas opciones pueden combinarse y todas requieren
disposiciones vinculantes para evitar que las prácticas contractuales menoscaben estas
protecciones (139) .

En mi opinión, aunque no lo califica de ese modo, esto significa que para regular de forma eficiente el
sistema de responsabilidad de la IA no es suficiente la aplicación de la cadena de valor como un concepto
clave para el análisis de la competitividad tal como ha sido entendida hasta ahora y reflejada en los
documentos programáticos de la UE. Resulta necesaria también la construcción de una cadena jurídica
de valor de la IA, en este caso a lo largo de la responsabilidad enlazada de los distintos actores.

La cadena debería seguir las fases ya identificadas en la cadena de valor, pero especificando los
requerimientos normativos (permisiones, obligaciones, prohibiciones) que se establecen en los distintos
instrumentos, fuentes, niveles y dimensiones relevantes del estado de derecho (140) .
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Fig. 5.1. Instrumentos de regulación del estado de derecho: clusters, atributos y fuerza normativa (grado y
tipo de validez). Fuente: CASANOVAS, HASHMI, de KOKER (2022).

Fig. 5.2. Centralidad de la cadena de valor de la IA en las dimensiones de los ecosistemas jurídicos
(compárese con la Fig. 3, supra) Fuente: CASANOVAS (2025b).

Hemos reproducido ya algunas veces a modo de compás o brújula orientativa el cuadrante de la
Figura 5.1 relativo a las fuentes del estado de derecho respecto a su valor de validez jurídica, situada en
el centro de los ejes horizontal y vertical del diagrama. Se trata de una clasificación de los instrumentos
jurídicos del estado de derecho en función: (i) del valor que poseen como derecho ejecutable (i.e.
coercitivo) o como derecho negociable (i.e. relacional) (ii) de la autoridad de la que emanan las normas
(parlamento, tribunales, agencias, sociedades profesionales, etc.) (iii) de los atributos que delimitan su
validez jurídica (ejecutividad, eficiencia, efectividad, justicia) (iv) del carácter estatal o social de la
relación normativa con los sujetos activos, pasivos (o ambos) de las normas (con distintos roles:
ciudadanos, consumidores, trabajadores, empresarios, etc.).

A su vez, la Figura 5.2 reproduce de forma simplificada el diagrama de la Figura 3, en el que se da
volumen y profundidad a los cuatro ámbitos de la clasificación anterior añadiendo las dimensiones en
que se sitúan sus contextos tecnológicos de uso (Web 2.0 ─información─, 3.0 ─semántica─, 4.0
─agentes─, 5.0 ─normativa o axiológica). Se trata de una imagen simplificada de las tecnologías de la
web de datos enlazados y de servicios, la web de multiagentes inteligentes, y los sistemas ciberfísicos
del denominado internet de las cosas, pero creo que es suficiente para redimensionar la gobernanza
multinivel jurídica en los entornos de «inteligencia híbrida» entre humanos y máquinas. Cuando
podemos definir quienes son los actores que intervienen en la cadena (diseñadores, desarrolladores,
proveedores, implementadores, usuarios, etc.), el resultado no solamente es un modelo de IA o un
sistema normativo, sino un ecosistema jurídico implementado en contextos sociales y ámbitos
institucionales concretos (fábricas, hospitales, residencias, administraciones, etc.).
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En la UE, hasta el momento, parece que se da por supuesto o, a lo sumo (i) se delega en las pequeñas
y medianas empresas la carga de la prueba, i.e., la obligación de probar que «cumplen» con los
requisitos establecidos por la ley; (ii) se vuelven a crear más oficinas administrativas para «ayudarles» a
cumplir con este objetivo (aparte de las ya existentes por la aplicación de la Ley de IA). En ambos casos,
son mecanismos verticales de gobernanza, y no horizontales. «Horizontalidad» se interpreta como
interseccionalidad con relación a los distintos espacios de datos y sectores industriales (141) , no como
formas de cogobernanza o de autonomía de los productores o empresas (incluyendo las decisiones
respecto a su moralidad y comportamiento jurídico).

Por otra parte, el rápido desarrollo de nuevos mercados sigue centrando la atención en la actuación e
intervención vertical de las autoridades de la competencia. La creación de grandes centros de datos y el
crecimiento de las corporaciones tecnológicas ha dado lugar a la identificación de la denominada
«cadena de suministro de la infraestructura de IA» (AI infrastructure supply chain) (incluyendo los
centros de datos y sus recursos de computación). Un estudio pionero de la OECD sobre este tipo de
mercados asevera:

De cara al futuro, las autoridades de la competencia podrían tener que considerar el alcance
total de sus facultades políticas y de aplicación de la ley al interactuar con este mercado en rápida
evolución. En las primeras etapas, herramientas como la defensa, la disuasión y el control de
fusiones pueden desempeñar un papel especialmente importante a la hora de moldear el
comportamiento del mercado y guiar el desarrollo del sector. Sin embargo, los responsables
políticos también deberán evaluar si las facultades existentes son suficientes para abordar posibles
abusos de posición dominante, en particular cuando puedan surgir efectos excluyentes. Esto
podría incluir la evaluación de la necesidad de medidas ex ante, como los requisitos de
interoperabilidad, para complementar la aplicación tradicional. Además, si bien las preocupaciones
en torno a la exclusión y el poder de mercado pueden atraer una atención considerable, las
autoridades deben mantenerse vigilantes en otras áreas. La escala de la construcción de
infraestructura en curso sugiere que riesgos como la manipulación de licitaciones pueden volverse
más notorios y, a medida que las tecnologías maduran y se mercantilizan, el potencial de
coordinación de precios o comportamiento de cártel también puede aumentar (142) .

Como ha sido anticipado (vid. supra sección 5.6), la dimensión ética y jurídica de la CVIA requiere
asimismo la coordinación con el cálculo de la cadena genérica de valor y de la Delta. Son aún
pertinentes las preguntas formuladas por los investigadores del Ada Lovelace Institute respecto a la CV
de la IA de uso general (general-purpose AI, GPAI) introducida por el Reglamento y que han sido sólo
parcialmente resueltas por el Código de Buenas Prácticas: (i) ¿Cómo deberían definirse efectivamente
los GPAI? (ii) ¿Cómo incluir en el cálculo los distintos incentivos de las estrategias de lanzamiento de
código abierto? (iii) ¿Qué instrumentos de regulación se requieren para garantizar la sostenibilidad y
gobernanza futura de los modelos GPAI? (iv) ¿Cómo pueden garantizar los reguladores una capacidad
adecuada de supervisión para abordar las implicaciones a nivel social de los modelos GPAI? (v) ¿Cómo
puede la gobernanza de la IA incorporar las opiniones de las personas y comunidades afectadas, de
modo que los beneficios de la GPAI se distribuyan equitativamente?

(No vamos a responder a todas ellas ahora. Consideraremos),(en cambio),(el problema previo de la
construcción del ecosistema financiero europeo y la manera de integrar los )principios(éticos y la
normativa jurídica en los modelos económicos de PORTER y HAX que ya han sido descritos. Esto
constituye un problema en )sí(mismo, puesto que las soluciones adoptadas pueden marcar el desarrollo
del sistema en su totalidad.)

9. Derecho y Ética en la cadena de valor de la IA para la construcción del ecosistema
financiero europeo

9.1. Relevancia de la cadena de valor de la IA para el ecosistema financiero europeo

La pregunta acerca de por qué resulta imprescindible articular una cadena de valor de la inteligencia
artificial específicamente diseñada para construir el ecosistema admite, al menos, cinco respuestas
convergentes que ya han sido anteriormente señaladas, pero que se agrupan ahora para ofrecer una
visión coherente del conjunto.

9.1.1. La centralidad del dato financiero como activo intangible y crítico

Los servicios financieros constituyen uno de los catorce espacios comunes de datos europeos y,
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simultáneamente, uno de los sectores en los que la introducción de técnicas de aprendizaje automático y
de IA generativa se ha producido con mayor velocidad: credit scoring, detección de fraude, prevención
del blanqueo de capitales, análisis de riesgos prudenciales, robo-advisory, algorithmic trading,
tarificación de seguros, gestión de carteras y emisión de criptoactivos. La cadena de valor permite trazar
el flujo del dato desde su origen ─el cliente, la transacción, el sensor, el oráculo─ hasta su uso final,
identificando en cada etapa los actores, sus obligaciones y los riesgos asociados. Sin esa trazabilidad, la
pretensión de imputar consecuencias jurídicas a las decisiones automatizadas se vuelve, en la práctica,
ilusoria (143) .

9.1.2. La concatenación de regímenes normativos sectoriales y horizontales

El régimen jurídico aplicable a un sistema financiero impulsado por IA en la Unión Europea no se
reduce al Reglamento de Inteligencia Artificial. Se construye, en realidad, mediante una concatenación
de cuerpos normativos cuya articulación práctica constituye uno de los retos más exigentes para el
sector. Hay que mencionar, sin pretensión de exhaustividad: el Reglamento General de Protección de
Datos (RGPD); el Reglamento (UE) 2024/1689 (Ley de IA); el Reglamento de mercados de criptoactivos
(MiCA); el Reglamento sobre la resiliencia operativa digital del sector financiero (DORA); la Directiva
sobre servicios de pago (PSD2) y su revisión en curso, junto con el Reglamento sobre acceso a los datos
financieros (FIDA); la Ley de Gobernanza de Datos (DGA) y la Ley de Datos (Data Act); las directrices
sectoriales emitidas por las autoridades europeas de supervisión (EBA, ESMA, EIOPA) y, en su caso, por
el Banco Central Europeo (144) . La cadena de valor de la IA proporciona el armazón conceptual común
sobre el que pueden ajustarse coherentemente las obligaciones procedentes de cada uno de estos
cuerpos normativos (145) .

9.1.3. La distribución de la responsabilidad jurídica y la supervisión prudencial

El artículo 25 del Reglamento de Inteligencia Artificial introduce una disciplina explícita de la cadena
de valor en términos de obligaciones: distribuidor, importador, responsable del despliegue o tercero
pueden convertirse en proveedores de un sistema de IA de alto riesgo cuando concurren determinadas
condiciones, con la consiguiente sucesión de obligaciones. La trazabilidad de la cadena ─quién hace qué,
con qué datos, sobre qué modelo y para qué cliente─ resulta indispensable tanto para la atribución de
responsabilidad civil ─contractual y extracontractual─ como para la supervisión prudencial. Las
autoridades supervisoras necesitan visibilidad sobre toda la cadena para evaluar la exposición sistémica,
los riesgos de concentración y los efectos de propagación derivados de la dependencia de pocos
hiperescaladores y proveedores de modelos fundacionales (146) .

9.1.4. Soberanía digital, autonomía estratégica y reducción de dependencias

La construcción de una cadena de valor europea de la IA financiera responde también a un objetivo de
autonomía estratégica abierta. La dependencia de plataformas de cómputo en la nube, modelos
fundacionales y proveedores de datos extracomunitarios introduce vulnerabilidades operativas,
regulatorias y geopolíticas. La cadena de valor constituye el instrumento analítico que permite identificar
los puntos críticos de dependencia y diseñar respuestas regulatorias proporcionadas, sin que ello
implique cerrar el sistema a la cooperación internacional ni renunciar a las ventajas de la economía
abierta.

9.1.5. Confianza, integridad del mercado y protección del cliente

Finalmente, el ecosistema financiero descansa históricamente sobre la confianza. Su erosión por
episodios de discriminación algorítmica, opacidad de las decisiones automatizadas, fugas de datos,
ciberincidentes o manipulación de mercados mediante IA generativa tendría consecuencias sistémicas.
La cadena de valor ética y jurídica permite incorporar la confianza como un activo intangible que se
construye en cada etapa y que puede medirse mediante indicadores específicos asociados a la equidad,
la transparencia, la explicabilidad y la rendición de cuentas (147) .

9.2. Integración de valores y normas en la CVIA para el ecosistema financiero

El modelo de PORTER y el modelo Delta no son excluyentes, sino complementarios. El primero
proporciona un instrumento detallado de análisis interno y de comparación competitiva que sigue siendo
imprescindible para descomponer las actividades de la empresa y asignar costes y márgenes. El segundo
amplía el foco hacia la economía del cliente y, sobre todo, hacia la economía del sistema,
particularmente pertinente en sectores caracterizados por plataformas, estándares y efectos de red,
como el de la inteligencia artificial (148) .
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La traslación de ambos modelos al análisis de la cadena de valor de la IA, tal como se ha discutido en
el cuerpo del artículo, exige sin embargo un paso adicional: incorporar al cálculo dimensiones intangibles
—lengua, cultura, valores éticos, derechos y obligaciones jurídicas— que no son directamente
monetizables, pero que condicionan la sostenibilidad y la legitimidad social de los ecosistemas
regulatorios en los que operan los sistemas inteligentes (149) . Es en ese punto donde los modelosregulatorios en los que operan los sistemas inteligentes (149) . Es en ese punto donde los modelos
económicos clásicos requieren ser articulados con la noción de cadena ética y jurídica de valor que se ha
defendido en las secciones precedentes.

La pregunta sobre cómo compatibilizar los modelos económicos clásicos con los siete principios éticos
del Grupo de Expertos de Alto Nivel ─acción y supervisión humanas, solidez técnica y seguridad, gestión
de la privacidad y los datos, transparencia, diversidad y no discriminación, bienestar ambiental y social,
rendición de cuentas─ y con las grandes obligaciones jurídicas que estructuran el Reglamento de
Inteligencia Artificial ─responsabilidad, transparencia, accountability y explicabilidad─ admite una
respuesta articulada en cinco movimientos (150) .

9.2.1. El mapeo entre las actividades de la cadena y los principios normativos

El primer paso consiste en establecer un mapeo explícito entre cada actividad ─primaria o de apoyo─
del modelo de PORTER y el subconjunto de principios y obligaciones que le resultan aplicables. La
logística interna se asocia con la gobernanza de datos, su minimización y la base jurídica del
tratamiento. Las operaciones, que comprenden el entrenamiento y validación de modelos, comprometen
la solidez técnica, la equidad y la documentación. El marketing y las ventas activan la transparencia
frente al cliente y el deber de información. El servicio postventa hace operativos los derechos de
impugnación, contestabilidad y revisión humana. El cuadrante de PORTER se transforma así en una
matriz de doble entrada: actividad por principio normativo. El modelo Delta de HAX añade una
dimensión adicional, al permitir distinguir si la posición estratégica es de mejor producto, de solución
integral al cliente o de consolidación del sistema, con implicaciones distintas en cada caso para la
asignación de obligaciones de transparencia y de explicabilidad.

Para mayor claridad expositiva, esta matriz tridimensional se presenta a continuación bajo dos formas
complementarias: La Tabla 2 la sintetiza en forma tabular, asignando a cada actividad de la cadena de
PORTER su posición Delta dominante entre corchetes; la Fig. 6 la representa, inmediatamente después,
en forma geométrica como un hipercubo análogo al de la Fig. 2 del cuerpo del artículo, con la validez
jurídica como concepto-puente en el centro y las cuatro grandes obligaciones jurídicas en los vértices del
rombo exterior.

Actividad (PORTER)
× Posición (Delta)

Responsabilidad Transparencia Accountability Explicabilidad

Actividades primarias

Logística interna
(datos)[BP]

Base jurídica del
tratamiento;
consentimiento

Datasheets;
procedencia

Gobernanza del dato Calidad y linaje del
dato

Operaciones
(entrenamiento)
[BP]

Solidez técnica;
mitigación de sesgos

Anexo IV AI Act;
model cards

Versionado y
métricas de
evaluación

Fidelidad y robustez
del modelo

Logística externa
(despliegue, API)
[SL]

Resp. solidaria
proveedor/integrador

API documentadas;
estándares abiertos

Logs y monitorización
en producción

Explicaciones
contrastivas
accesibles

Marketing y
ventas[TS]

Información
precontractual

Deber de información
al cliente

Marketing leal y
veraz

Claridad sobre uso e
impacto de la IA

Servicio
postventa[TS]

Resp. por defectos y
daños

Disclosure tras
incidente

Registro de
impugnaciones

Revisión humana
significativa

Actividades de apoyo

Infraestructura
empresarial[SL]

DORA; resp. del
proveedor cloud

SLA y disponibilidad Auditoría de
capacidad y energía

Trazas de cómputo

Recursos
humanos[BP]

Formación y
certificación

Códigos de conducta
interna

Matriz RACI
documentada

Capacidad técnica de
revisión
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Actividad (PORTER)
× Posición (Delta)

Responsabilidad Transparencia Accountability Explicabilidad

Desarrollo
tecnológico (I+D)
[BP]

Responsabilidad por
diseño

Documentación
técnica de I+D

Procesos de QA y
CI/CD

XAI integrada en
arquitectura

Aprovisionamiento[S
L]

Cadena de
proveedores

Contratos
transparentes

Due diligence de
proveedores

«Conoce a tu
proveedor»

Tabla 2. Matriz de doble entrada actividad × obligación normativa, modulada por la posición estratégica del
modelo Delta. Las nueve actividades de la cadena de PORTER (filas, agrupadas en primarias y de apoyo) llevan entre
corchetes su posición Delta dominante: BP = Mejor producto (Best Product), TS = Solución integral al cliente (Total
Customer Solutions) y SL = Consolidación del sistema (System Lock-In). Las cuatro grandes obligaciones jurídicas
ocupan las columnas. Fuente: elaboración propia.

Fig. 6. Hipercubo de la matriz tridimensional de la cadena de valor de la IA: actividades de la cadena de
PORTER (vértices del rombo interior y leyenda inferior) x obligaciones normativas (vértices del rombo

exterior) x posiciones estratégicas del modelo Delta (BP = Mejor producto, Best Product, azul; TS = Solución
integral al cliente, Total Customer Solutions, verde; SL = Consolidación del sistema, System Lock-In, ámbar).

La validez jurídica ocupa el centro como concepto-puente y la cadena de valor de la IA como su correlato
empírico. Fuente: elaboración propia, a partir de PORTER (1985), HAX y WILDE II (1999, 2001) y las Figs. 2

y 4 del propio artículo.

9.2.2. El reposicionamiento del cumplimiento normativo como actividad primaria

En la formulación clásica de PORTER, el cumplimiento normativo (compliance) se a loja en la
«infraestructura de la empresa» como actividad de apoyo. En la cadena de valor de la IA esta
clasificación resulta insuficiente: el incumplimiento bloquea la introducción del sistema en el mercado,
impide la utilización de determinados conjuntos de datos y compromete la responsabilidad solidaria de
todos los actores. Propongo, en consecuencia, reposicionar el cumplimiento normativo como actividad
primaria transversal, con vínculos verticales con cada una de las restantes actividades. Esta reasignación
es coherente, además, con la centralidad atribuida al cumplimiento por la norma ISO 37301:2021 y con
la práctica supervisora europea, que exige integración del compliance en los procesos de negocio y no su
tratamiento como una mera función auxiliar.

9.2.3. Los tres ejes de coordinación: responsabilidad, transparencia y explicabilidad y el concepto-puente
de rendición de cuentas (accountability)

Responsabilidad, transparencia y explicabilidad no operan como principios separados, sino como un
sistema acoplado de tres ejes. La responsabilidad exige una asignación clara de obligaciones a lo largo de
la cadena ─incluida, en su caso, la responsabilidad solidaria y la presunción refutable de causalidad─ y
un régimen procesal que facilite el ejercicio de las acciones de la víctima. La transparencia se concreta
en documentación técnica del Anexo IV del Reglamento de IA, tarjetas de modelo (model cards), fichas
de datos (datasheets) y registros de actividad (logs) íntegros y trazables. La explicabilidad combina
técnicas de IA explicable ─explicaciones contrastivas, basadas en ejemplos, en reglas o prominencia
(salience)─ con la obligación de proporcionar al afectado, en virtud del artículo 22 del RGPD y de las
disposiciones del Reglamento de IA, «información significativa sobre la lógica implicada». La
accountability (o rendición de cuentas) actúa como concepto-puente entre los tres ejes: exige no sólo el
cumplimiento sustantivo, sino también la capacidad de demostrarlo de forma documentada y auditable
(151) .
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9.2.4. La intervención humana como restricción estructural de la cadena

La supervisión humana significativa (human-in-the-loop, human-on-the-loop, human-in-command)
deja de ser un principio abstracto para convertirse en una restricción estructural de la cadena:
condiciona el diseño de la interfaz, la arquitectura de los flujos de decisión y la asignación de
responsabilidades en cada etapa. La agencia delegada admite gradación y contextualización ─no es lo
mismo un sistema de credit scoring que un asesor automatizado de inversiones─, pero exige, en todo
caso, instrumentos efectivos de revisión, contestación y reparación. Es importante subrayar que la
intervención humana no es sólo una garantía ex post, sino un parámetro que debe diseñarse ex ante en
cada etapa de la cadena, modulando los grados de autonomía delegada en función del riesgo y del
impacto sobre los derechos. Debe tenerse en cuenta, sin embargo, que una vez diseñados los sistemas
multi-agente y las instituciones electrónicas adquieren diversos grados de autonomía (vid. supra, Fig. 3)
que solo pueden ser ajustados a supervisión mediante el uso asimismo de técnicas de IA.

9.2.5. La hibridación estratégica: mejor producto, solución integral y sistema coregulado

La articulación con el modelo Delta de HAX permite añadir una dimensión adicional. La opción Best
Product se reinterpreta como exigencia de cumplimiento riguroso y de diferenciación basada en la
fiabilidad. La opción Total Customer Solutions coincide naturalmente con la protección reforzada del
consumidor financiero, característica del derecho europeo. Y la opción System Lock-In debe leerse, en el
espacio europeo, como construcción de plataformas y estándares interoperables sometidos a
coregulación, evitando posiciones de cierre incompatibles con el derecho de la competencia y con la
portabilidad de los datos. La hibridación de las tres opciones, sometida al filtro normativo europeo,
configura el horizonte deseable de una cadena de valor financiera capaz de competir globalmente sin
renunciar a sus valores constitutivos.

10. Aplicación al campo financiero interrelacionado: Open Banking, BaaS, FinTech y
Embedded Finance

La caracterización del ecosistema financiero digital europeo en cuatro capas constituye un punto de
partida especialmente fértil para aplicar la cadena ética y jurídica de valor de la IA, porque cada capa se
corresponde con una etapa diferenciada de la cadena, con un régimen jurídico específico y con un
conjunto propio de actores y métricas. Tal como ha descrito Carmen PASTOR, artífice de la idea y del
Proyecto PROMETEO (152) :

El open banking abrió la capa de los datos; las entidades de pago y de dinero electrónico
hicieron viable la capa BaaS; las Fintech ocuparon la capa de ensamblaje ─esto es, la pieza que
reagrupa las capacidades reguladas en productos integrados susceptibles de ser distribuidos por
terceros─; y el embedded finance es  la consecuencia natural cuando todo lo anterior está
disponible mediante interfaces estandarizadas.

Para que un ecosistema emerja, tenga lugar, y sea eficiente y sostenible, es necesaria la cooperación
de todos los agentes. La legitimación del ecosistema requiere la aceptación y uso generalizado por parte
de los ciudadanos, ya sea en su función de consumidores, usuarios o clientes. Es importante señalarlo
porque los puntos 1-7 de la Sección 5 contemplan la interrelación de los agentes naturales con los
artificiales (sistemas multi-agente). Aún no hemos llegado a este punto, pero los ecosistemas
industriales ya combinan la actuación de agentes humanos y artificiales en la cadena de producción.

10.1. La capa de datos: Open Banking, PSD2, PSD3 y FIDA

La apertura de la capa de datos por la Directiva de servicios de pago de segunda generación (PSD2)
─y su prolongación en las propuestas de tercera generación (PSD3 y el Reglamento PSR), junto con el
Reglamento sobre acceso a los datos financieros (FIDA)─ constituye el primer eslabón. La cadena de
valor identifica aquí los flujos de datos compartidos mediante interfaces estandarizadas, las bases
jurídicas del tratamiento (consentimiento, ejecución contractual, interés legítimo, obligación legal), los
proveedores de servicios de iniciación de pago y de información sobre cuentas, así como los principios
estructurales: minimización del dato, portabilidad, consentimiento granular, separación funcional. La
aplicación de IA en esta capa ─detección de fraude, prevención del blanqueo, credit scoring,
segmentación, perfilado─ activa simultáneamente las obligaciones del Reglamento General de Protección
de Datos y del Reglamento de IA, con métricas específicas de equidad y de explicabilidad para las
decisiones automatizadas significativas reguladas por el artículo 22 del RGPD. La cadena de valor
permite, además, distinguir limpiamente entre el rol de tenedor del dato, el de proveedor del servicio
basado en datos y el de receptor (153) .
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10.2. La capa BaaS: las capacidades reguladas como servicio

La capa de Banking as a Service resulta de la disociación entre licencia regulatoria e interfaz del
cliente. Las entidades de pago, las entidades de dinero electrónico y, en su caso, las entidades de crédito
ofrecen capacidades reguladas ─cuentas, pagos, emisión de tarjetas, custodia, IBAN virtuales, KYC,
onboarding─ a terceros, sometidos o no a regímenes regulatorios. La cadena de valor jurídica y ética
identifica en esta capa: la responsabilidad solidaria entre el proveedor regulado y el integrador; el
régimen de gestión de riesgos de terceros TIC del Reglamento DORA; las obligaciones de externalización
derivadas de las directrices de la Autoridad Bancaria Europea; los planes de continuidad y de salida; y la
documentación contractual que articula todas estas obligaciones. La introducción de IA generativa en
esta capa ─para la atención al cliente, la prevención del fraude o la calificación de riesgos─ exige
incorporar de forma específica las métricas de robustez, explicabilidad y supervisión humana al cuadro
de mando descrito supra en VI.4 (154) .

10.3. La capa FinTech: el ensamblaje de productos financieros integrados

Las empresas FinTech ocupan, según la caracterización citada, la capa de ensamblaje, reagrupando
capacidades reguladas (procedentes de la capa BaaS) y datos (procedentes de la capa de Open Banking)
en productos integrados susceptibles de ser distribuidos por terceros. Desde el punto de vista de la
cadena de valor, esta capa es la que aporta diferenciación de producto, experiencia de cliente y modelo
de negocio. Las obligaciones jurídicas pertinentes incluyen, según el producto, las directivas y
reglamentos sobre instrumentos financieros (MiFID II/MiFIR), sobre crédito al consumo y crédito
hipotecario, sobre productos de inversión minorista empaquetados (PRIIPs), sobre comercialización a
distancia y, transversalmente, las obligaciones de gobernanza del producto, idoneidad y conducta de
mercado. La aplicación de IA en el ensamblaje genera obligaciones reforzadas de transparencia frente al
cliente, evaluación previa del riesgo discriminatorio y trazabilidad de los componentes utilizados,
incluida la procedencia de los modelos fundacionales empleados.

10.4. Las finanzas incrustadas (embedded finance) como consecuencia natural de la
disponibilidad estandarizada

El embedded finance constituye, según la caracterización citada, la consecuencia natural del proceso
anterior, cuando las capacidades de las tres capas previas se hacen accesibles mediante interfaces
estandarizadas. Productos financieros —pagos, créditos, seguros, inversiones, cuentas— se incrustan en
plataformas no financieras: comercio electrónico, movilidad, salud, educación, plataformas laborales. La
cadena de valor identifica aquí riesgos específicos: la difuminación del proveedor regulado a los ojos del
consumidor, el riesgo de mis-selling por concesión inadecuada del producto fuera de su mercado objetivo,
la fragmentación de la responsabilidad y la opacidad de la cadena para la persona afectada. La aplicación
coherente de la cadena ética y jurídica de valor exige aquí: atribución clara, visible y persistente del
proveedor regulado; transparencia sobre el papel del distribuidor; trazabilidad de las decisiones
adoptadas mediante IA en la fase de oferta y contratación; y mecanismos efectivos de impugnación que
no dependan de identificar al actor concreto que ha intervenido en cada etapa.

10.5. La convergencia normativa y el papel articulador de la CVIA financiera

Las cuatro capas no operan de forma aislada, sino como capas superpuestas de un mismo ecosistema.
Su articulación coherente exige una convergencia normativa que la cadena de valor de la IA puede
ayudar a consolidar. El Reglamento de IA aporta el armazón horizontal y la disciplina de los riesgos
sistémicos; DORA aporta la resiliencia operativa y el control de los terceros TIC; PSD3 y FIDA aportan la
apertura controlada del dato financiero; MiCA aporta la disciplina de los criptoactivos; el RGPD aporta la
base de la protección del dato personal; las directivas sobre servicios financieros (MiFID II, IDD, MCD,
CCD) aportan la conducta de mercado; el derecho de la competencia disciplina las posiciones de cierre.
La cadena ética y jurídica de valor de la IA —con su matriz de capas y métricas, sus umbrales de validez
y su cuadro de mando integrado— constituye el lenguaje común que permite articular operativamente
todos estos cuerpos normativos en torno a un objetivo unificador: el funcionamiento confiable,
sostenible y democráticamente legítimo del ecosistema financiero europeo en la era digital.

11. Conclusiones y trabajo futuro

Al final, he de volver al principio. He argumentado que el auténtico problema que aporta la
introducción de la gestión de la información, el conocimiento y la tecnología mediante técnicas de IA
generativa y de técnicas mixtas de IA simbólica y subsimbólica en el mercado, la sociedad y la
administración es el de la reconstrucción de un espacio público en común, global y más justo donde
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pueda operar y coevolucionar tanto la inteligencia entre humanos y máquinas como la de aquellos que,
lamentablemente, por su situación de pobreza o vulnerabilidad, están excluidos del proceso.

Algunas de las tesis más importantes señaladas en el presente artículo son las siguientes:

1. Existen al menos tres marcos jurídicos diferenciados de regulación de la IA según la cultura jurídica
de referencia —el holístico o integral de la UE, el de principios de la Commonwealth (en su variante
británica y mixta australiana o canadiense) y el fragmentado o sectorial de los Estados Unidos. El
concepto de cadena de valor de la IA ha sido integrado de modo central en el enfoque holístico europeo
y en su política económica.

2. Cadena (genérica) de valor (value chain), cadena de valor de suministros (value supply chain),
cadena global de valor (global value chain), cadena de valor del modelo Delta (Delta model value chain)
y cadena de valor de la IA (AI value chain, CVIA) son conceptos diferenciados que conviene distinguir
analíticamente, pues responden a lógicas y finalidades distintas. Recientemente han aparecido
aplicaciones a ámbitos más específicos —la cadena de valor de la infraestructura de la IA (AI
infrastructure value chain) y la cadena de valor de la IA de uso general (general-purpose AI value chain)
mencionada en la Ley europea de IA.

3. Aunque es habitual referirse a la CVIA en sentido económico —como condiciones y supuestos para
la generación de valor marginal monetario—, en la acepción que aquí se defiende es posible referirla a
un marco estructural más amplio para convertir los datos en inteligencia y valor añadido tanto en la
dimensión del mercado como en la social, cultural, lingüística, ética y jurídica.

4. Desde esta perspectiva normativa, la CVIA se refiere a la creación de valores imbuidos en los
sistemas de IA y a la concatenación de derechos y obligaciones, tanto en la dimensión de la autonomía
delegada como en la de la agencia moral de los sistemas inteligentes. Resulta especialmente relevante la
responsabilidad extracontractual —objetiva o por culpa— por la actuación de los agentes implicados.

5. Las disposiciones normativas de la UE —del Reglamento General de Protección de Datos a la Ley de
IA, pasando por la Digital Services Act, la Digital Markets Act, la Ley de Datos, MiCA, DORA, PSD2/PSD3
y FIDA— articulan dos pilares complementarios y conjuntos: la implementación de derechos y la
generación del mercado digital europeo.

6. Resulta llamativo, sin embargo, que la reciente política de innovación y competitividad de 2025
(Brújula de la Competitividad, Plan «Continente IA», Estrategia Apply AI, iniciativa RAISE y Reglamento
Ómnibus de IA) haya abandonado parcialmente la regulación compleja de la dimensión intangible de la
CVIA en favor de una agenda económica de competitividad y crecimiento, sin atender suficientemente a
la implementación de derechos, la protección de garantías, la minimización de riesgos, la compensación
del daño y la responsabilidad jurídica extracontractual.

7. Una solución integrada exige situar la validez normativa en el centro de la CVIA, pues opera como
concepto-puente entre la dimensión formal y la empírica del ordenamiento jurídico, permitiendo
redefinir los ecosistemas éticos y jurídicos en los entornos híbridos digitales entre humanos y máquinas
(Human Machine Interaction, HMI). Validez y CVIA son conceptos de segundo orden con dimensión
regulatoria formal y empírica, susceptibles de medirse mediante indicadores y umbrales (thresholds) de
cumplimiento normativo (compliance).

8. La traslación de los modelos económicos clásicos —el de PORTER y el modelo Delta de HAX— al
análisis de la CVIA exige incorporar dimensiones intangibles —lengua, cultura, valores éticos, derechos y
obligaciones jurídicas— que no son directamente monetizables, pero que condicionan la sostenibilidad y
la legitimidad social de los ecosistemas regulatorios. La integración admite cinco movimientos
articulados: (i) mapeo explícito entre actividades de la cadena y principios normativos;  ( i i )
reposicionamiento del cumplimiento normativo como actividad primaria transversal; (iii) articulación de
los tres ejes acoplados —responsabilidad, transparencia y explicabilidad— en torno a la rendición de
cuentas (accountability) como concepto-puente; (iv) tratamiento de la intervención humana significativa
(human-in-the-loop, human-on-the-loop, human-in-command) como restricción estructural de la
cadena; y (v) hibridación estratégica de las opciones de mejor producto, solución integral al cliente y
consolidación del sistema bajo coregulación europea.

9. La cadena de valor ética y jurídica de la IA resulta imprescindible para la construcción del
ecosistema financiero europeo por cinco razones convergentes: la centralidad del dato financiero como
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activo intangible y crítico; la concatenación de regímenes normativos sectoriales y horizontales; la
distribución de la responsabilidad jurídica y la supervisión prudencial; la soberanía digital y la autonomía
estratégica abierta; y la confianza, la integridad del mercado y la protección del cliente.

10. El ecosistema financiero europeo se articula en cuatro capas superpuestas —Open Banking, BaaS
(Banking as a Service), FinTech y embedded finance— a las que la CVIA permite asignar regímenes
jurídicos, actores, riesgos y métricas específicos: trazabilidad del dato (PSD2/PSD3, FIDA, RGPD);
responsabilidad solidaria entre proveedor regulado e integrador (DORA, directrices de la Autoridad
Bancaria Europea); gobernanza y trazabilidad del producto (MiFID II/MiFIR, PRIIPs, MCD, CCD); y
atribución clara, visible y persistente del proveedor regulado en plataformas no financieras.

11. La cadena ética y jurídica de valor de la IA —con su matriz tridimensional de actividades,
obligaciones y posiciones estratégicas, sus umbrales de validez y su cuadro de mando integrado
(integrated dashboard)— constituye el lenguaje común que permite articular operativamente el
Reglamento de IA, DORA, PSD3, FIDA, MiCA, el RGPD, las directivas sobre servicios financieros (MiFID
II, IDD, MCD, CCD) y el derecho de la competencia, en torno a un objetivo unificador: el funcionamiento
confiable, sostenible y democráticamente legítimo del ecosistema financiero europeo en la era digital.

Podemos formular también algunas guías para dirigir este trabajo en el futuro.

Aparte del cálculo genérico de la cadena de valor de la IA para superar la disrupción que ha supuesto
la introducción de la IA en todas las operaciones de las empresas hasta llegar a la fidelización y la
comunicación con el consumidor, resulta necesario un desarrollo más preciso de las cadenas normativas
de valor éticas y jurídicas, incluyendo sus componentes, los lenguajes —lógicos y computacionales—
para representar su articulación, las teorías que permitan comprender su funcionamiento, y la relación
que debe armarse tanto con la cadena económica de valor y la cadena de suministros como con las
cadenas sociales más intangibles (lingüística y cultural).

Habida cuenta de la relevancia del concepto de CVIA en los documentos europeos, sorprende la escasa
atención que se le ha prestado hasta el momento en los textos de carácter normativo. El trabajo del
Grupo de Expertos de Alto Nivel en Ética e IA hace referencia a la creación de valor y a la cadena de
suministros de manera genérica (155) . Las preguntas para la autoevaluación de cumplimiento de los
siete principios éticos para la IA no incluyen la necesidad de definir y calcular de manera más precisa la
minimización de riesgos y la propia CVIA (156) . El Informe sobre la monitorización de la legislación
europea mediante IA, que en realidad establece el estado del arte en el ámbito de IA y derecho,
tampoco presta atención al impacto e implementación de los sistemas de IA en los circuitos de
producción y distribución de mercancías y servicios (157) . Si comparamos la reacción de las empresas
de datos en enero y febrero de 2025 a la aparición de Deep Seek—ya señalada en la nota 35— veremos
la diferencia entre la atención que las corporaciones y empresas prestan a la cadena de valor y la que le
han dedicado los expertos en ética y derecho hasta el momento (158) .

Más que una diferencia de contenido, se trata en realidad de una diferencia de apreciación y de
distinta posición en la práctica. El cálculo de la CVIA es necesario para comprender a qué se deben las
pérdidas y ganancias en las operaciones de mercado; en mi opinión, también lo es para comprender el
grado de implementación de derechos y el tipo de cumplimiento normativo (compliance) que se logra en
los contextos sociales. Esta segunda opción no ha sido explorada con el mismo detenimiento.

A partir de aquí, pueden formularse algunas guías para orientar el trabajo futuro:

a) Construir un cuadro de mando integrado (integrated dashboard) específico para el ecosistema
financiero europeo que articule indicadores de equidad, robustez, explicabilidad, supervisión humana
significativa, resiliencia operativa y trazabilidad del dato a lo largo de las cuatro capas (Open Banking,
BaaS, FinTech, embedded finance). Esta tarea requiere la cooperación de las autoridades europeas de
supervisión financiera (EBA, ESMA, EIOPA), de la Oficina Europea de IA y de las autoridades nacionales
de protección de datos.

b) Definir operativamente los umbrales (thresholds) que permitan medir el cumplimiento normativo a
lo largo de la cadena, con métricas específicas por capa y por sector. Ello requiere un programa de
investigación interdisciplinar que combine derecho, ciencia de datos, ingeniería del conocimiento e
ingeniería del software, y que valide empíricamente la propuesta en espacios protegidos de prueba
(regulatory sandboxes). El lector habrá observado que en este artículo no hemos hecho referencia a las
métricas existentes para la medición de los componentes de los modelos de PORTER y de HAX. Ello

28 / 52



constituye una especialidad por sí misma, y aquí nos interesaba más establecer el marco conceptual para
la construcción de una matriz para los intangibles éticos y jurídicos de la cadena de valor.

c) Profundizar en la articulación entre la CVIA, los modelos lingüísticos de gran escala (Large
Language Models, LLMs) y los modelos especializados (Small Language Models, SLMs) en castellano,
lenguas cooficiales y lenguas minoritarias, en línea con el proyecto de transformación tecnológica en
España ALIA (2024) y con las estrategias europeas de soberanía lingüística y digital. La cadena de valor
de la IA, en su dimensión cultural y lingüística, es indisociable de la sostenibilidad del ecosistema
financiero y de la legitimidad democrática del estado de derecho.

d) Avanzar en las cuestiones técnicas que condicionarán la operatividad de la propuesta: el problema
de la alineación de valores (value alignment problem, VAP); la extracción de reglas formales a partir de
normas en lenguaje natural; la integración neurosimbólica de IA simbólica y generativa en modelos
regulatorios y jurídicos; y la formalización del razonamiento ético y jurídico mediante lógicas deónticas
no estándar adaptadas, incluido el tratamiento del permiso débil.

e) Desarrollar el régimen específico de responsabilidad a lo largo de la CVIA financiera, una vez
retirada la propuesta de Directiva sobre responsabilidad por IA. Es preciso explorar el alcance del
artículo 25 del Reglamento (UE) 2024/1689 sobre responsabilidades a lo largo de la cadena, su
articulación con el Reglamento sobre responsabilidad por productos defectuosos (PLD), y los mecanismos
efectivos de impugnación a disposición de las personas afectadas por decisiones automatizadas,
conforme al artículo 22 del RGPD.

f) Continuar el análisis comparado de la dimensión geopolítica de la CVIA, atendiendo a las tensiones
entre los modelos europeo, británico y estadounidense, así como a la vía china. La disciplina de los
criptoactivos, la moneda digital y los pagos transfronterizos prefigura el horizonte regulatorio de la
próxima década en el ámbito financiero, y exige una reflexión continuada sobre la autonomía estratégica
abierta y la cooperación internacional.

g) Profundizar en el análisis empírico de los ecosistemas regulatorios híbridos entre agentes humanos
y artificiales (sistemas multiagente). Los puntos 1-7 de la sección 5 contemplan la interrelación de los
agentes naturales con los artificiales; la legitimación social del ecosistema requiere su aceptación y uso
generalizado por parte de los ciudadanos, en su función de consumidores, usuarios o clientes, lo que
constituye una línea de investigación todavía abierta y solo parcialmente explorada.

En última instancia, conviene recordar que la CVIA se halla en el centro de la noción de validez
jurídica en el momento de implementar los modelos construidos mediante IA en sistemas regulatorios;
es decir, en el foco de validez de los ecosistemas éticos y jurídicos basados en diseños normativos. Si
esta hipótesis se confirma, el trabajo conceptual y empírico desarrollado en estas páginas para el
ecosistema financiero podrá extenderse, con las adaptaciones pertinentes, a otros ámbitos sectoriales —
sanitario, educativo, judicial, administrativo, laboral— en los que la introducción de la IA exige la
reconstrucción simultánea de su cadena ética y jurídica de valor.

La CVIA debe definirse en estrecha relación con (i) la observancia o cumplimiento de la legislación y
los principios que los modelos normativos de inteligencia artificial (compliance) (ii) la minimización de
riesgos (iii) la delegación de decisiones (iv) la responsabilidad extracontractual (non-contractual liability)
y objetiva (strict liability) en las situaciones de daño o efectos no deseados producidos por los sistemas
(sean multiagente o de IA generativa). Hasta ahora, estos componentes han tendido a considerarse por
separado, en abstracto y al margen de su impacto en la sociedad civil, los consumidores, el mercado y
las relaciones B2B, y fuera también de la perspectiva holística que permitiría una visión de conjunto.
Quizás es hora de darse cuenta de que la CVIA se halla en el centro de la noción de validez jurídica en
el momento de implementar los modelos construidos mediante IA en sistemas regulatorios; es decir, en
el foco de validez de los ecosistemas éticos y jurídicos basados en diseños normativos.
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(4)
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(7)

(8)
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Este trabajo fue financiado en el marco del proyecto Prometeo 2023 de la Generalitat Valenciana (Conselleria de
Educación, Cultura, Universidades y Empleo) (CIPROM/2022/26) «Presente y futuro de la regulación de los
criptoactivos en la UE [LegalCripto]».

Ver Texto

El presente artículo tiene su origen en el panel sobre «Ética y responsabilidad en la aplicación de la inteligencia
artificial a la lengua. La regulación legal», que tuvo lugar en Arequipa, Perú, el 17 de octubre de 2025, en el
marco del X Congreso de la Lengua Española. El lector puede consultar la versión original, titulada «La cadena
de valor de la inteligencia artificial: una perspectiva crítica», si desea una explicación más completa contenida
en algunas notas que he preferido reducir aquí. Cf. https://arxiv.org/abs/2601.04218. La versión que aquí se
publica está más centrada en el tema de la cadena de valor ética y jurídica en relación a los modelos de
empresa. He traducido al castellano los esquemas esenciales de los modelos de PORTER y HAX (Figs. 1 y 2). En
cambio, he reproducido las Figs. 3, 4, 5.1 y 5.2 tal como habían sido previamente publicadas en inglés. He
utilizado CLAUDE para extraer de estas figuras el hipercubo de la matriz tridimensional de la CVIA de la Fig. 6
que se ofrece también en castellano.

Ver Texto

Reglamento (UE) 2024/1689 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de junio de 2024. Cf. las referencias
completas de los documentos, artículos y libros completos en la Sección final (14) de bibliografía.

Ver Texto

Cf. AKATA et al. (2000).

Ver Texto

PEDRESCHI et al. (2025).

Ver Texto

MOLLICK (2024).

Ver Texto

Cf. CASANOVAS (2015); CASANOVAS, DE KOKER y HASHMI (2022), CASANOVAS et al. (2022).

Ver Texto

Cf. el programa de industrialización basado en una fuerte inversión en IA Made in China 2025, CSET (2022,
marzo).

Ver Texto
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(9)

(10)

(11)

(12)

(13)

(14)

(15)

(16)

(17)

(18)

(19)

(20)

El lector puede encontrar una somera descripción y análisis de la normativa emergente sobre IA (hasta 2020)
en Australia, Canadá, Alemania, UK, Japón, Singapur, USA, más algunos estándares (e.g. IEC-ISOs) en el
estudio complementario de la evaluación de impacto del Reglamento de IA encargado por la Comisión. Cf.
RENDA et al. (2020, págs. 75-101).

Ver Texto

Los principios son: 1. Protección, seguridad y robustez (Safety, security and robustness); 2. Transparencia y
explicabilidad adecuadas (Appropriate transparency and explainability); 3. Justicia y equidad (Fairness); 4.
Responsabilidad y gobernanza (Accountability and governance); 5. Impugnación y reparación (Contestability
and redress). Cf. UK Department for Science, Innovation and Technology (2023).

Ver Texto

Cf. UK Department for Science, Innovation and Technology (febrero, 2024).

Ver Texto

Hay una tensión en Australia entre la más tradicional autorregulación o «regulación voluntaria» basada en
principios y la propuesta de política legislativa basada en diez «barreras de protección obligatorias» (mandatory
guardrails) para la IA de alto riesgo. Esta política se acerca a la política establecida por la AI Act europea. Con
posterioridad, los principios han sido sintetizados en seis prácticas para la industria, y su obligatoriedad puesta
en cuestión por las políticas de incentivos industriales. Cf. AUS Gov. (2025, 5 de agosto); AUS Gov. (2025a,
octubre) y AUS Gov. (2025b, octubre).

Ver Texto

El modelo de Canadá se acerca más al de regulación sectorial mediante estándares de los EUA, y se ha visto
afectado por los cambios de gobierno. Había sido prevista una legislación específica para 2025 —Artificial
Intelligence and Data Act (AIDA): As part of Bill C-27— que no ha llegado a aprobarse y a entrar en vigor. El
reciente Estándar CAN/DGSI 101:2025 para pequeñas y medianas empresas (hasta 500 trabajadores)
proporciona un marco de referencia y un proceso específico para organizaciones que utilizan IA con aprendizaje
automático para la toma de decisiones. Tiene también desde 2023 un código de «regulación voluntaria». Cf.
CAN (2023) y CAN (2025).

Ver Texto

Cf. SZCZEPAŃSKI (2024), siguiendo la expresión utilizada en el CSIS por Bill WHYMAN (2023).

Ver Texto

Pueden consultarse las Órdenes Ejecutivas sucesivas en https://www.whitehouse.gov/presidential-
actions/executive-orders/. Especialmente, la US Executive Order de 24 de noviembre de 2025, que enmarca la
competencia tecnológica como una «carrera por el dominio tecnológico global» en IA y la equipara, en urgencia
y ambición, al «Proyecto Manhattan».

Ver Texto

Ibid. US EO 2025, 24 de noviembre. La Orden lanza la «Misión Génesis», descrita como una plataforma
integrada de IA destinada a aprovechar los conjuntos de datos científicos federales para entrenar modelos
fundacionales y crear agentes de IA capaces de probar hipótesis, automatizar flujos de investigación y
«acelerar los avances científicos».

Ver Texto

Cf. US EO 2025, diciembre 11.

Ver Texto

Cf. United States Presidential Memorandum (2025, 22 marzo) sobre la actuación jurídica y judicial de 22 de
marzo 2025 para «prevenir los abusos» de los despachos de abogados y de la propia judicatura.

Ver Texto

Vid., por ejemplo, la US EO de 23 de enero de 2025, que abroga las disposiciones previas que obstaculizaban el
desarrollo de la IA y declara como política «sostener y mejorar [el] dominio global» estadounidense en este
ámbito. Cf. asimismo la US EO de 6 de abril de 2025, sobre eliminación de barreras regulatorias a la libre
competencia, que promueve la supresión de aquellas regulaciones federales que «reducen la competencia, el
emprendimiento y la innovación».

Ver Texto

The White House (2025, 10 julio, p. 3).
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(21)

(22)

(23)

(24)

(25)

(26)

(27)

(28)

(29)

(30)

(31)

(32)

Ver Texto

Cf. US Executive Order de 23 de julio de 2025, que califica las políticas DEI —«diversidad, equidad e
inclusión»— como una «amenaza existencial para una IA fiable», considerando que introducen sesgos
ideológicos en los modelos al «suprimir o distorsionar información factual» y manipular la representación racial
o sexual de los resultados, y prohibiendo su incorporación a los sistemas de IA federales.

Ver Texto

Cf. EU Commission (2024, febrero, p. 1): «Se entiende por materiales avanzados los materiales diseñados
racionalmente para tener i) propiedades nuevas o mejoradas, o ii) características estructurales específicas o
mejoradas con el objetivo de lograr un rendimiento funcional específico o mejorado. Esto incluye tanto los
materiales fabricados emergentes nuevos (materiales de alta tecnología) como los materiales fabricados a
partir de materiales tradicionales (materiales de baja tecnología)». Vid. asimismo, https://research-and-
innovation.ec.europa.eu/news/all-research-and-innovation-news/commission-seeks-feedback-future-advanced-
materials-act-2025-10-21_en

Ver Texto

EU Cloud and AI Development Act. Cf. https://www.eu-cloud-ai-act.com/

Ver Texto

EU Commission (2025, abril, p.1). Plan de Acción «Continente de IA». Cito según la versión española oficial.

Ver Texto

Cf. asimismo, ibid. p. 8, que contiene predicciones poco justificadas: «[...] se espera que la próxima generación
de modelos fronterizos de IA desencadene un salto en las capacidades, hacia la inteligencia artificial general
capaz de realizar tareas muy complejas y diversas, igualando las capacidades humanas».

Ver Texto

DRAGHI (2024, septiembre; 2025, septiembre); LETTA (abril, 2024). LETTA (ibid., p. 40) insiste especialmente
en la noción de cadena de valor para evaluar los efectos positivos de los denominados «Proyectos Importantes
de  In te rés  Común Europeo»  ( I P C E I ,  e n  i n g l é s ) .  S o b r e  l o s  I P C E I ,  c f .  https://competition-
policy.ec.europa.eu/state-aid/ipcei_en.

Ver Texto

Cf. EU Commission (2025, enero, p.3). «La Brújula persigue dos objetivos generales. En primer lugar, identificar
los cambios políticos necesarios para que Europa avance a un ritmo superior. […]. El segundo objetivo es
desarrollar nuevas formas de colaboración para aumentar la velocidad y la calidad de la toma de decisiones,
simplificar nuestros marcos y normas, y superar la fragmentación».

Ver Texto

EU Commission (2025, enero, p. 5). A la letra: «[…] la Comisión propondrá un 28.º régimen jurídico, que
simplificará las normas aplicables y reducirá el coste del fracaso, incluyendo todos los aspectos pertinentes del
derecho de sociedades, la insolvencia, el derecho laboral y el derecho fiscal».

Ver Texto

Véase, en este sentido, MICKLITZ (2023) y MICKLITZ (2024). En la proposición de la nueva ley Ómnibus de 19
de noviembre de 2025, Considerando 2, se reconoce expresamente «el retraso en la elaboración de estándares»
y «en el establecimiento de los marcos de gobernanza y evaluación» nacionales, lo cual genera «una carga de
cumplimiento superior a la prevista»; de ahí la necesidad de medidas adicionales que faciliten la aplicación «sin
reducir el nivel de protección» de los derechos fundamentales. Cf. EU Commission (noviembre 2025) (Digital
Omnibus on AI).

Ver Texto

PORTER (1985).

Ver Texto

Ibid. p. 27.

Ver Texto

Ibid. p. 33.

Ver Texto
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(33)

(34)

(35)

(36)

(37)

(38)

(39)

(40)

(41)

He consultado GEMINI después de establecer el estado del arte de la cadena de valor. Véase el sesgo
observado, que debe ponerse en relación con los estándares internacionales ISO, con los trabajos de la OECD,
NIST, y con la tendencia general de los analistas económicos de situar la dimensión ética y jurídica
exclusivamente dentro de las actividades de soporte.

Ver Texto

Esto es más que una valoración. Corresponde a la descripción de la norma realizada por la propia organización
de estandarización. Cf. https://co.isotools.us/iso-90012015-cadena-valor-porter/

Ver Texto

Cf. https://www.iso.org/obp/ui#iso:std:iso:37301:ed-1:v1:es. Debe ponerse en relación con la ISO/IEC TR
5469:2024, que proporciona directrices sobre el uso de la Inteligencia Artificial (IA) en la seguridad funcional.
Comprende propiedades, factores de riesgo y métodos para sistemas relacionados con la seguridad. El estándar
detalla cómo integrar la IA en las funciones de seguridad y utilizar métodos no basados en IA. Cf.
https://www.iso.org/standard/81283.html.

Ver Texto

Cf. WEGNER (2025). IOT Analytics realizó en febrero de 2025 la comparación entre las pérdidas y ganancias
que supuso la aparición de Deep Seek en el mercado para las diversas empresas proveedoras. El análisis
distinguía entre «ganadores» y «perdedores». Se proponían diversas capas (tiers) de complejidad: (i) Usuarios
finales; (ii) Aplicaciones GenAI (Proveedores de software que incluyen funciones GenAI en sus productos u
ofrecen software GenAI independiente); (iii) Beneficiarios de nivel 1, (proveedores de modelos base,
plataformas de gestión de modelos, herramientas de gestión de datos, computación en la nube y operaciones
de centros de datos, consultores de IA y servicios de integración y computación en el borde; (iv) Beneficiarios
de nivel 2: Aquellos cuyos productos y servicios respaldan regularmente los servicios de nivel 1, incluyendo
proveedores de chips, equipos de red, servidores y tecnologías de refrigeración de servidores; (v) Beneficiarios
de nivel 3: Aquellas empresas cuyos productos y servicios respaldan regularmente los servicios de nivel 2,
como proveedores de software de automatización de diseño electrónico para diseño de chips, fabricación de
semiconductores, intercambiadores de calor para tecnologías de refrigeración y tecnología de redes eléctricas;
(vi). Beneficiarios de nivel 4 y superiores: Empresas que siguen respaldando el nivel superior, como sistemas
de litografía (nivel 4) necesarios para máquinas de fabricación de semiconductores o empresas que
proporcionan a estos proveedores (nivel 5) óptica litográfica.

Ver Texto

Cf. WANG et al. (2025). Véase la definición en infra, nota 45.

Ver Texto

Cf. KÜSPERT, MOËS y DUNLOP (2023).

Ver Texto

Ley de IA (EU Co, 2024), Art. 3.66. Cf. Ibid. Art.3.63: un modelo de IA de uso general es «un modelo de IA,
también uno entrenado con un gran volumen de datos utilizando autosupervisión a gran escala, que presenta
un grado considerable de generalidad y es capaz de realizar de manera competente una gran variedad de
tareas distintas, independientemente de la manera en que el modelo se introduzca en el mercado, y que puede
integrarse en diversos sistemas o aplicaciones posteriores, excepto los modelos de IA que se utilizan para
actividades de investigación, desarrollo o creación de prototipos antes de su introducción en el mercado».

Ver Texto

El término se encuentra en la regulación japonesa de contratos mediante IA de 2018, según el estudio
comparativo complementario al estudio de impacto del Reglamento de IA: «Si bien las Directrices [Guidelines]
reconocen la falta de una definición generalmente establecida de IA, ofrecen una clasificación "aproximada" en
"(i) IA de uso general [general-purpose AI], basada en el concepto de crear máquinas que poseen inteligencia
humana en sí misma (‘IA fuerte’), y (ii) IA basada en el concepto de hacer que las máquinas realicen
actividades que los humanos llevan a cabo con su inteligencia ("IA débil")». Cf. Japan Ministry of Economy,
Trade and Industry (METI), Contract Guidelines on Utilisation of AI and Data (2028), sintetizadas en RENDA et
al. (2021, págs. 85-86).

Ver Texto

CHARDON-BOUCAUD et al. (2024, p. 1). Los analistas indican el débil posicionamiento de la industria francesa
respecto a la cadena de valor de la IA, la soberanía digital y la capacidad de competición. Señalan asimismo
sus aspectos positivos: «la France est mal positionnée sur le segment du calcul, mais dispose d’une main
d’oeuvre qualifiée». Cf. también, sobre el mismo tema, BESSON et al. (2024) y GUTHMANN et al. (2024).

Ver Texto
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(42)

(43)

(44)

(45)

(46)

(47)

(48)

(49)

Cf. CUOFARO (2025) precisa: «Se trata de un ecosistema en pleno desarrollo, donde más que atascos en la
demanda, existen atascos en la oferta. Esto significa que el ecosistema aún está desarrollándose para cubrir
una posible incorporación de IA en cada caso de uso comercial posible. Sin embargo, este proceso podría tardar
un par de décadas en desarrollarse plenamente para dar cabida a la adopción masiva de la IA y poner la
inferencia al alcance de todos».

Ver Texto

Cf. PORTER y VAN LINDEN (1995, p. 99). Esta es la perspectiva adoptada por los Informes DRAGHI y
(especialmente) LETTA, y por los analistas que incluyen la regulación o los mecanismos de gobernanza
multinivel entre los componentes de la cadena de valor de la IA. Cf. ARNAL (2025), NANNINI (2025). Cf.
también los Informes de la Comisión sobre la aplicación extensa de la IA en los ámbitos de la ciencia, la
innovación y la industria, HEITOR, FERGUSON et al. (2024), BIANCHINI et al. (2025).

Ver Texto

La «cadena de suministros» (CS) (supply chain) es un concepto habitual en economía de la empresa. Se refiere
genéricamente a la red de coordinación de todos los agentes, instalaciones y actividades comerciales necesarias
para llevar un producto desde la materia prima hasta el cliente final.

Ver Texto

Los modelos de la cadena de valor de la IA a menudo son derivados a partir de la cadena de valor más
específica del aprendizaje automático (ML), que consta de cinco etapas principales: recopilación de datos,
almacenamiento de datos, preparación de datos, entrenamiento de algoritmos y desarrollo de aplicaciones. La
IA generativa ha ampliado este modelo, añadiendo componentes posteriores más granulares. Por ejemplo, la
parte final de la cadena de valor ahora incluye operaciones de aprendizaje automático (MLOps), que agilizan el
proceso de llevar los modelos a producción, así como etapas diferenciadas para aplicaciones y servicios. Esta
progresión desde conceptos fundamentales hasta aplicaciones más complejas del mundo real subraya la rápida
evolución de la industria misma y, por ende, del impacto de la IA en el mercado digital.

Ver Texto

La cadena de suministros de LLMs ha sido recientemente definida de la siguiente manera: «La cadena de
suministros se divide en tres capas principales: la capa de infraestructura del modelo (que incluye recursos
computacionales, conjuntos de datos y cadenas de herramientas para entrenamiento, optimización e
implementación), la capa de base del modelo (que abarca el entrenamiento, las pruebas, el lanzamiento y el
mantenimiento continuo) y el ecosistema de aplicaciones posteriores (que facilita la integración de modelos
preentrenados en diversas aplicaciones inteligentes)» (WANG et al. 2025, 147: 3).

Ver Texto

ENGLER y RENDA (2022) definen la CVIA como «el proceso organizativo mediante el cual se desarrolla un
sistema de IA individual y se pone en uso (o se despliega)». ATTARD-FROST y GRAY WIDDER (2025) siguen
esta línea organizativa y proponen una perspectiva integradora de la «ética que prioriza las cadenas de valor
implicadas en el suministro de recursos y la recepción de resultados de los sistemas de IA, integrando una
amplia gama de consideraciones éticas entre diversos actores, recursos, contextos y escalas de actividad». IOT
Analytics relaciona directamente la CVIA con la inteligencia artificial generativa (GenAI), «una técnica de
aprendizaje profundo basada en autocodificadores variacionales, redes generativas adversarias y modelos
basados en transformadores». Así, la «pila» de aplicaciones de la IA generativa incluye: La pila tecnológica de
GenAI incluye cinco componentes: (i) Aplicaciones (p. ej., soluciones de software basadas en IA); (ii)
herramientas de plataforma para implementación y gestión; (iii) modelos de base como GPT 4 de OpenAI; (iv)
infraestructura crítica de backend, como procesamiento de datos y GPU; (v) marcos de gobernanza para la
seguridad y el cumplimiento normativo. Cf. IOT Analytics (2025).

Ver Texto

UNIDO (2015) define las cadenas de valor según cuatro criterios o «puntos de entrada»: (i) como conjuntos de
actividades que agregan valor; (ii) como matrices de vínculos; (iii) como redes o sistemas; (iv) como ciclos.
Distingue entre enfoques positivos y normativos que deben combinarse. El primero cubre medios heurísticos
convenientes para ayudar a comprender cómo funcionan, por ejemplo, cómo se fragmentan y distribuyen los
pasos de producción entre ubicaciones geográficas y dimensiones analíticas como: (i) estructura de insumo-
producto; (ii) distribución geográfica; (iii) el papel de las empresas líderes o intermediarios influyentes,
proveedores, comerciantes, etc.; y (iv) el contexto institucional a nivel internacional, regional, nacional o local.
Este último, normativo, se centra en lo que debe cambiar para mejorar el desempeño de la cadena de valor, las
prioridades políticas vinculadas a los objetivos de desarrollo, los derechos, las obligaciones y los estándares. En
nuestra opinión, lo importante en este enfoque es la concepción de la cadena de valor como proceso y
resultado, es decir, como la combinación de diversas dimensiones en los ejes descriptivo y normativo que
constituye adecuadamente un proceso de institucionalización.

Ver Texto

En el derecho de la UE, esto conlleva lo que BECKERS (2023) ha denominado una institucionalización

42 / 52



(50)

(51)

(52)

(53)

(54)

(55)

(56)

(57)

(58)

(59)

(60)

(61)

fragmentada de las cadenas globales de valor en al menos tres perspectivas: (i) actor individual (derecho
societario); (ii) actor colectivo (derecho del consumidor); (iii) institucionalización despersonalizada (derecho
mercantil y comercial). Así, sugiere que la imagen jurídica se halla «fragmentada en diferentes instituciones
jurídicas (empresa, red, mercado) que se relacionan con diferentes áreas jurídicas (derecho societario, derecho
del consumidor, prácticas de mercado y derecho mercantil) y se correlacionan con diferentes objetivos políticos
(sostenibilidad, digitalización, resiliencia, protección del consumidor, equidad) [énfasis nuestro]».

Ver Texto

HAX y WILDE II (2001); HAX (2010).

Ver Texto

LI (2025) ha mostrado cómo las grandes corporaciones tecnológicas imponen su gobernanza mediante: (1) la
incorporación de parámetros de viabilidad técnica en regulaciones y estándares formales mediante el
despliegue estratégico de experiencia; (2) el establecimiento de una autoridad normativa desplegada mediante
innovaciones autorreguladoras que se difunden globalmente a través de plataformas multilaterales; y (3) la
configuración de marcos de significado compartidos que definen cómo se conceptualizan y abordan los retos de
gobernanza. Esta noción tiene su origen en la de global governors (gobernantes globales), definidos como
«autoridades que ejercen poder transfronterizo para influir en las políticas públicas. Por lo tanto, los
gobernantes plantean problemas, definen agendas, establecen e implementan normas o programas, y evalúan
y/o adjudican resultados». (AVANT et al. 2010, p. 2).

Ver Texto

Agradezco a Carles GÓRRIZ esta observación.

Ver Texto

Cf. LEENES (2019), SOYER y TETTENBORN (2022).

Ver Texto

Cf. PAGALLO (2013, p. 82) sugiere que la idea de que algunos tipos de robot pueden ser considerados como
responsables de su comportamiento tiene precedentes en la figura del peculium contemplada en el Digesto,
mediante la cual los esclavos, que carecían de personalidad jurídica y de las capacidades que la acompañaban,
podían actuar como gestores de la propiedad, banqueros o comerciantes. Cf. asimismo RODRÍGUEZ DE LAS
HERAS (2023) sobre la figura de los contratos intuitu hominis (en relación a la específica personalidad del
contratante como fundamento del contrato).

Ver Texto

Cf. NORIEGA et al. (2023), OSMAN (2024).

Ver Texto

Este problema, descrito en HASHMI et al. (2018), aún no ha sido completamente solucionado.

Ver Texto

Cf. entre muchos otros, HITZLER et al. (2022). El enfoque neurosimbólico, que hibrida los aspectos simbólicos
y subsimbólicos, «se basa en la inyección de conocimiento procedente de grafos de conocimientos sobre los
modelos de lenguaje ya entrenados para reforzarlos y realizar un ajuste fino [fine tuning]» (GÓMEZ PÉREZ
2023, p. 71).

Ver Texto

Cf. GOVERNATORI y ROTOLO (2025).

Ver Texto

Cf. CASANOVAS y NORIEGA (2025). Véase también, sobre el tratamiento de riesgos en la gobernanza de
sistemas inteligentes, NORIEGA y CASANOVAS (2025).

Ver Texto

FRITZ et al. (2020) clasifican las teorías éticas sobre los agentes como sujetos morales en tres categorías: (i)
tecnocéntricas (technological agency, e.g., Luciano Floridi); (ii) antropocéntricas (e.g., triadic agents, Deborah
Johnson); (iii) constructivistas (hybrid agency, e.g., Peter-Paul Verbeek).

Ver Texto

CASANOVAS y NORIEGA (2025) contemplan los conceptos de autonomía (legal autonomy), gobernanza (legal
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(62)

(63)

(64)

(65)

(66)

(67)

(68)

(69)

(70)

(71)

governance), daño (harm), y responsabilidad jurídica (liability). El capítulo contiene una crítica de los sistemas
de IA como sujetos jurídicos y de la denominada teoría de la red de agentes (Actor-network theory, ANT).

Ver Texto

GABRIEL et al. (2020, 190) subrayan que una evaluación comprensiva de la ética de los asistentes de IA
requiere un análisis de las siguientes tres capas: (i) las capacidades de la IA, midiendo resultados de salida y
las funciones del sistema o de sus componentes (los datos para su entreno, e.g.); (ii) la interacción H/M, con la
medición de los riesgos de dañar a una persona que interaccione con el sistema; (iii) sistemas más amplios,
con la medición de riesgos de daños mediante análisis ambientales o económicos. Para una aproximación
basada en el tipo de interacción, cf. V. DIGNUM (2019). Para una consideración de la responsabilidad en los
sistemas multiagentes (SMA) como sistemas sociotécnicos, vid. YAZDANPANAH et al. (2021): «Para que los
agentes de un SMA puedan razonar sobre la responsabilidad, es necesario distinguir diferentes formas de
responsabilidad y articular cómo cada una se relaciona conceptualmente con la capacidad estratégica (y la
distribución del poder); la capacidad epistémica (y la distribución del conocimiento); las tareas ( y  l a
distribución de las obligaciones); y las normas y valores (y la distribución de las preferencias)».

Ver Texto

Cf. F. DIGNUM (2018).

Ver Texto

Para construir ecosistemas jurídicos, i.e. sistemas regulatorios incorporados (imbued) en la arquitectura y
procesos de información (workflows) de las plataformas, hay que considerar sus diversas dimensiones y etapas,
desde el sistema en la nube hasta el trabajador, y de ese micronivel de producción al de distribución, hasta que
llega al consumidor. Cf. MARGETIS et al. (2021), MARGETIS et al. (2022), CASANOVAS y HASHMI (2024),
CASANOVAS (2024), CASANOVAS et al. (2025).

Ver Texto

Cf. KÜSPERT, MOES, y DUNLOP (2023).

Ver Texto

Es decir, la política financiera de apoyo a los activos digitales y blockchain en todos los sectores, con dos
objetivos articulados: «proteger y promover» el acceso ciudadano a las redes de cadena de bloques abiertas —
incluida la autocustodia— y «promover y proteger la soberanía del dólar» mediante el desarrollo internacional
de monedas estables respaldadas en dólares. Cf. US Presidential Action (2025, 23 enero) sobre tecnología
digital financiera.

Ver Texto

«Open Finance» pretende introducir «un sistema de compensación para los titulares de datos, imponiendo
requisitos de estandarización, estableciendo esquemas de intercambio de datos financieros para desarrollar
mecanismos de coordinación dentro de la industria e introduciendo paneles de permisos, para que los clientes
monitoreen sus permisos de datos» (PASTOR SEMPERE, 2023, p. 26).

Ver Texto

MiCA (mayo, 2023). Por ejemplo, la protección de titulares y clientes de proveedores de servicios de
criptoactivos y la creación de medidas para prevenir el uso de información privilegiada, la divulgación ilícita de
información privilegiada y la manipulación del mercado. Para un análisis de los mecanismos y sus limitaciones,
de los Artículos 86 al 92, vid. ECHEBARRÍA SÁENZ (2025).

Ver Texto

MiCA (mayo, 2023). Art. 3.5.

Ver Texto

Cf. CASANOVAS (2025a).

Ver Texto

Cf. RODRÍGUEZ-DONCEL (2025, p. 122): «La mayor parte de la población mundial posee al menos una
identidad digital. Sin embargo, el concepto de identidad digital va mucho más allá de la autenticación de seres
humanos en servicios en línea. La identidad es algo más importante que una simple invitación. La identidad es
un sentido de identidad; se trata de cómo nos percibimos a nosotros mismos, nuestros valores, creencias,
experiencias y relaciones; se trata de la comprensión interna de quién somos. Ahora vivimos en el mundo
digital. Nuestros recuerdos ya no son incorpóreos y, una vez transformados en datos, pueden ser procesados y
utilizados por algoritmos».

44 / 52



(72)

(73)

Ver Texto

EU Commission (June 2024). Para un análisis de sus distintas fases de elaboración, con especial atención a la
responsabilidad, véase RODRÍGUEZ DE LAS HERAS (2022) y (2025a).

Ver Texto

Así, el Parlamento Europeo afirma que «toda medida legislativa relativa a la inteligencia artificial […] debe
respetar los principios de necesidad y de proporcionalidad» (§4) y que un marco regulador basado en valores
aportaría a la Unión «un valor añadido», una «ventaja competitiva única» y un impulso al mercado interior
(§5). EU Commission (2020, p. 68).

(74)

(75)

(76)

(77)

(78)

(79)

(80)

(81)

(§5). EU Commission (2020, p. 68).

Ver Texto

EU Commission (2020, octubre, p. 68).

Ver Texto

«En el marco de la Unión en materia de seguridad de los productos, independientemente de la complejidad de
la cadena de valor, la responsabilidad de la seguridad del producto recae en el productor que lo comercializa.
Los productores son responsables de la seguridad del producto final, incluidas las partes integradas en el
mismo, por ejemplo, los programas informáticos de un ordenador. […] La normativa de la Unión en materia de
seguridad de los productos tiene en cuenta la complejidad de las cadenas de valor e impone obligaciones a una
serie de agentes económicos en consonancia con el principio de "responsabilidad compartida" [énfasis
añadido]. Si bien la responsabilidad del productor respecto de la seguridad del producto final ha resultado ser
adecuada para las cadenas de valor complejas actuales, contar con disposiciones explícitas que pidan
específicamente la cooperación entre los agentes económicos de la cadena de suministro y los usuarios puede
aportar seguridad jurídica quizás hasta en cadenas de valor más complejas. En particular, cada agente de la
cadena de valor que influya en la seguridad del producto (por ejemplo, los productores de programas
informáticos) y los usuarios (al modificar el producto) asumirían su responsabilidad y proporcionarían al
siguiente agente de la cadena la información y las medidas necesarias» EU Commission (2020, febrero, p. 13).

Ver Texto

EU Expert Group on Liability and New Technologies (2019, p. 3 y p. 13). La tesis n. 11 subraya: «Si hay dos o
más operadores, en particular: (a) la persona que principalmente decide y se beneficia del uso de la tecnología
pertinente (operador de interfaz, frontend) y (b) la persona que define continuamente las características de la
tecnología pertinente y proporciona soporte esencial y continuada (operador de subestructura, backend), la
responsabilidad objetiva debe recaer en quien tenga mayor control sobre los riesgos de la operación». Ibid. p.
6.

Ver Texto

Propuesta de Reglamento del Parlamento Europeo y del Consejo (2021), 3.5 Derechos Fundamentales, p. 12.

Ver Texto

Considerando 83 del Reglamento (UE) 2024/1689: dada «la naturaleza y la complejidad de la cadena de valor
de los sistemas de IA», resulta esencial clarificar «la función y las obligaciones específicas de los operadores
pertinentes» de toda la cadena —importadores, distribuidores, etc.—, los cuales pueden desempeñar varias
funciones simultáneamente y deben cumplirlas de forma acumulativa. Reglamento (UE) 2024/1689, p. 23.

Ver Texto

Considerando 88: «a lo largo de la cadena de valor de la IA, numerosas partes suministran» no sólo sistemas,
herramientas y servicios, sino también componentes y procesos integrados con fines de entrenamiento,
reentrenamiento, prueba y evaluación. Tales partes deben aportar al proveedor del sistema de alto riesgo,
mediante acuerdo escrito, la información, capacidades, acceso técnico y demás asistencia que le permitan
cumplir íntegramente sus obligaciones, sin merma de los derechos de propiedad intelectual ni de los secretos
comerciales. Ibid., p. 24.

Ver Texto

Ibid. p. 27.

Ver Texto

Según el art. 25.1, cualquier distribuidor, importador, responsable del despliegue o tercero será considerado
proveedor de un sistema de IA de alto riesgo (se entiende que en la «cadena de valor de la IA», concepto que
no queda específicamente definido).

Ver Texto
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(82)

(83)

(84)

(85)

(86)

(87)

(88)

(89)

Según el art. 56.2.d: La Oficina y el Consejo de IA velarán para que los códigos de buenas prácticas incluyan
«las medidas, procedimientos y modalidades de evaluación y gestión de los riesgos sistémicos a escala de la
Unión, incluida su documentación, que serán proporcionales a los riesgos y tendrán en cuenta su gravedad y
probabilidad y las dificultades específicas para hacerles frente, habida cuenta de la manera en que dichos
riesgos pueden surgir y materializarse a lo largo de la cadena de valor de la IA».

Ver Texto

EU Commission (10 de Julio de 2025), en los capítulos de Transparencia (Transparency), y de Seguridad y
Protección (Safety and Security). En este último, Considerando 2 (a): «Principio de Gestión Adecuada del Ciclo
de Vida. Los Firmantes reconocen que los proveedores de modelos de IA de propósito general con riesgo
sistémico deben evaluar y mitigar continuamente los riesgos sistémicos, adoptando las medidas adecuadas a lo
largo de todo el ciclo de vida del modelo (incluso durante el desarrollo previo y posterior a su comercialización),
cooperando y teniendo en cuenta a los actores relevantes de la cadena de valor de la IA […]».

Ver Texto

EU Commission (17 de julio 2025), «Antecedentes y objetivos de las directrices de la Comisión. (2) Los
modelos de IA de propósito general desempeñan un papel fundamental en la innovación y la adopción de la IA
en la Unión. Esto se debe a que pueden utilizarse para diversas tareas e integrarse en una amplia gama de
sistemas de IA posteriores. Por lo tanto, los proveedores de modelos de IA de propósito general desempeñan
un papel y una responsabilidad específicos a lo largo de la cadena de valor de la IA, incluso respecto a los
proveedores posteriores, quienes necesitan un buen conocimiento de los modelos y sus capacidades».

Ver Texto

Para un análisis de los documentos previos y la redacción final del Reglamento, vid. RODRÍGUEZ DE LAS
HERAS (2025), que examina también los proyectos sobre responsabilidad extracontractual y subraya que «la
Ley de IA no proporciona un régimen jurídico completo para la IA generativa ni identifica todos los escenarios
de riesgo»; la generalidad y multimodalidad de los modelos fundacionales despliegan, según la autora, «una
cadena de infracciones de naturaleza muy diversa» (p. 20).

Ver Texto

EU Commission (4 de abril 2021).

Ver Texto

RENDA et al. (abril 2021). Este estudio comparativo vincula explícitamente la cadena de valor con los riesgos y
posibles vulneraciones de derechos humanos, distinguiendo entre los contextos business-to-business (B2B) —
donde las disposiciones contractuales permiten «una asignación óptima de responsabilidad a lo largo de la
cadena de valor»— y los contextos business-to-consumer y government-to-citizen (B2C, G2C), en los que las
personas «carecen de medios adecuados de acción y reparación» por desconocimiento de las prácticas,
ausencia de disposiciones aplicables o falta de procedimientos judiciales ágiles. Ibid., p. 22.

Ver Texto

Cf. RENDA (2021, pp. 70-71). A partir de McKinsey (CHEATHAM, 2019), el estudio destaca los riesgos surgidos
durante el ciclo de vida de un sistema de IA y las «medidas generales en las etapas de la cadena de valor de la
IA (desde la concepción hasta el uso y la monitorización». Destaca cinco etapas: (i) Conceptualización (en
circunstancias específicas para la implementación, seguimiento y monitorización en circunstancias concretas);
(ii) gestión de datos (los requisitos de calidad de los datos y la detección automática de anomalías ofrecen la
posibilidad de evitar el riesgo de datos incompletos o inexactos); (iii) desarrollo del modelo (los datos pueden
no ser representativos o tener sesgos o ser discriminatorios; por lo tanto, las directrices para la selección de
conjuntos de datos de entrenamiento o las pruebas de algoritmos son ejemplos de medidas de control); (iv)
implementación del modelo (un sistema de IA no debe comercializarse demasiado rápido, para evitar errores
de implementación, y deben aplicarse pilotos, pruebas con expertos, pruebas de modelos y pruebas de usuario
para evitar estos errores); (v) uso del modelo y toma de decisiones (el entorno tecnológico codependiente es
necesario para el correcto funcionamiento del modelo y la infraestructura de IA, así como para su alimentación
de datos).

Ver Texto

Los siete principios éticos finalmente escogidos fueron: 1) acción y supervisión humanas, 2) solidez técnica y
seguridad, 3) gestión de la privacidad y de los datos, 4) transparencia, 5) diversidad, no discriminación y
equidad, 6) bienestar ambiental y social, y 7) rendición de cuentas. Estos principios se aplican en tres niveles
de abstracción, en distintos contextos y escenarios. El equipo elaboró en este sentido una lista de evaluación de
la fiabilidad para adaptar los principios al caso específico, además de ─en entregables separados─ 33
recomendaciones de política pública y una escueta exploración de su implementación en tres sectores
específicos: (i) administración pública; (ii) salud; (iii) industria en el Internet de las Cosas. Cf. AI HLEG (2020,
4 abril, 20 junio, 17 julio y 23 de julio).

Ver Texto
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(90)

(91)

(92)

(93)

(94)

(95)

(96)

(97)

(98)

(99)

(100)

(101)

(102)

(103)

El concepto de «soberanía de datos» (data sovereignty) se define como «el concepto de que los datos están
protegidos por la ley y la jurisdicción del estado de su origen, para garantizar los derechos y obligaciones de
protección de datos». EU Commission (2021, Impact Assessment AI Act, p. 91). Hay que distinguir esta
versión de la «soberanía digital» del Self-Sovereign Identity paradigm propio del W3C. Cf. supra nota 71. Cf.
RODRÍGUEZ-DONCEL (2025).

Ver Texto

Ibid. Impact Assessment, p. 49. «Obligaciones horizontales vinculantes para todos los actores de la cadena de
valor: a. Proveedores de sistemas de IA de alto riesgo [según la Opción 1] + (re)evaluación de conformidad,
notificación de riesgos/infracciones, etc. b. Usuarios de sistemas de IA de alto riesgo (supervisión humana,
monitorización, documentación mínima)».

Ver Texto

El glosario define el concepto subyacente como la idea de que los activos de datos pueden ser «producidos por
actores privados o por autoridades públicas e intercambiados en mercados eficientes», a lo largo de todo el
ciclo de vida del conjunto —captura, conservación, almacenamiento, búsqueda, intercambio, transferencia,
análisis y visualización—, agregándose después como insumos para la producción de bienes y servicios de valor
añadido. Ibid., Impact Assessment, Glossary, p. 91.

Ver Texto

Cf. Considerando 176 del Reglamento de IA, que invoca expresamente los principios de subsidiariedad y
proporcionalidad: el objetivo del Reglamento —mejorar el funcionamiento del mercado interior y promover la
adopción de una IA «centrada en el ser humano y fiable», garantizando un elevado nivel de protección de
salud, seguridad y derechos fundamentales— «no pueden ser alcanzados de manera suficiente por los Estados
miembros» y «pueden lograrse mejor a escala de la Unión». Ibid., pp. 43-44.

Ver Texto

Cf. DRAGHI (2024, 2025).

Ver Texto

PAGALLO (2025b, p. 16): «El resultado final podría ser que los investigadores tengan que afrontar más cargas
legales y responsabilidades ambientales por sus proyectos que las empresas de peso pesado por sus sistemas
de IA que no sean de alto riesgo en el mercado: un monstruo legal». PAGALLO (2025b, p. 10).

Ver Texto

Cf. PAGALLO (2025a).

Ver Texto

Cf. BAUER (2025).

Ver Texto

Cf. Schmidt y SEIDL (2023).

Ver Texto

Cf. MARIOTTI (2024).

Ver Texto

Cf. KOCH (2025).

Ver Texto

Cf. MÜGGE (2024).

Ver Texto

Cf. ARNAL (2025).

Ver Texto

Cf. EU Commission (2025, octubre, junio).

Ver Texto
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(104)

(105)

(106)

(107)

(108)

(109)

(110)

(111)

(112)

(113)

(114)

(115)

Algunos Informes previos resultan meridianamente claros respecto a los objetivos perseguidos. Cf. la primera
recomendación del Informe HEITOR y FERGUSON (2024), que aboga por un «enfoque pangubernamental» (a
whole-of-government approach) que sitúe la investigación y la innovación «en el centro de nuestra economía»,
impulse la «quinta libertad» —libre circulación de la investigación, la innovación, el conocimiento y la educación
(LETTA)— e implemente un marco europeo sólido de I+D+i orientado al valor añadido europeo y  a  l a
construcción de una «Unión de la Investigación y la Innovación» (DRAGHI).

Ver Texto

Cf. EU Commission (2025, octubre, RAISE, p. 9).

Ver Texto

Cf. ARNAL (2025). ARNAL efectúa un análisis equilibrado de los puntos débiles y fuertes de la propuesta.

Ver Texto

Cf. GIL y PERRAULT, HAI Stanford (2025, p. 3). Los números son también significativos: «En 2024, la inversión
privada estadounidense en IA ascendió a 109.100 millones de dólares, casi 12 veces los 9.300 millones de
dólares de China y 24 veces los 4.500 millones de dólares del Reino Unido. La IA generativa experimentó un
impulso especialmente fuerte, atrayendo 33.900 millones de dólares a nivel mundial en inversión privada, un
aumento del 18,7 % con respecto a 2023. El uso de la IA en las empresas también se está acelerando: el 78 %
de las organizaciones informaron haber utilizado IA en 2024, frente al 55 % del año anterior».

Ver Texto

Cf. EU Commission (2025, octubre, RAISE, p. 1). Los investigadores europeos lideraron las publicaciones
científicas con IA hasta 2017, pero desde entonces China y EE. UU. los han superado, situándose China como
líder mundial. La cuota europea en capacidad computacional de IA es «inferior al 5 %», frente al 75 %
estadounidense y el 15 % chino, con una cuota igualmente reducida en agentes (6 %) y patentes de IA (3 %).

Ver Texto

Vid. asimismo, HEITOR, FERGUSON et al. (2024, p. 15).

Ver Texto

Vid. los gráficos comparativos en BIANCHINI et al. (2025, p. 14 y ss.).

Ver Texto

Cf. McHugh (2025) refiere que aproximadamente el 80 % de las inversiones en IA generativa realizadas en EE.
UU., Europa e Israel durante 2023 y 2024 (56.000 millones de dólares) siguieron este camino. Dos tercios de la
financiación (37.000 millones de dólares) se invirtieron en empresas que desarrollan modelos fundacionales. Cf.
AXEL (2025).

Ver Texto

La perspectiva que adopta la UE en el Plan de Acción «Continente de IA» (2025, p. 7) es política y
epistemológicamente discutible: «En los dos últimos años, los modelos de IA se han vuelto cada vez más
complejos, pasando del procesamiento de textos al razonamiento, las capacidades multimodales y el
comportamiento de agente. Esta tendencia continuará y se espera que la próxima generación de modelos
fronterizos de IA desencadene un salto en las capacidades, hacia la inteligencia artificial general capaz de
realizar tareas muy complejas y diversas, igualando las capacidades humanas». Compárese con el estudio de
Microsoft (BUBECK, 2023), que se sitúa expresamente en la vía de alcanzar la IAG.

Ver Texto

https://x.com/nntaleb/status/1660304315217584128?s=51

Ver Texto

«Las gigafactorías de IA serán instalaciones a gran escala que desarrollarán y entrenarán modelos complejos
de IA a una escala sin precedentes, con cientos de billones de parámetros. Integrarán una capacidad
informática masiva, que superará los 100 000 procesadores de IA avanzados, teniendo en cuenta al mismo
tiempo la capacidad de potencia, así como la energía, la eficiencia hídrica y la circularidad. Estas instalaciones
son esenciales para que Europa compita a escala mundial y mantenga su autonomía estratégica en el progreso
científico y en sectores industriales críticos» (ibid. p. 8).

Ver Texto

EU Commission (octubre 2025, p. 2).
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(116)

(117)

(118)

(119)

(120)

(121)

(122)

(123)

(124)

(125)

(126)

(127)

(128)

(129)

Ver Texto

La Comisión «creará un conjunto de herramientas de IA dedicado a las administraciones públicas (en particular
el poder judicial)» de código abierto y reutilizables, que integrará las soluciones de la Hoja de ruta para el
acceso lícito a datos de las autoridades policiales y judiciales y se complementará con un itinerario práctico
—Public Sector AI & Interoperability Readiness Pathway (PAIR Pathway)— destinado a guiar a las
administraciones en el desarrollo de servicios adaptados. EU Commission (octubre 2025, p. 14).

Ver Texto

EU Commission (octubre 2025, p. 23).

Ver Texto

EU Commission (noviembre, 2025, Explanatory Memorandum, p. 1-2).

Ver Texto

EU Commission, Omnibus, Considerando 7, p. 13: «Para garantizar la coherencia, evitar duplicaciones y
minimizar las cargas administrativas en relación con el procedimiento de designación de organismos notificados
en virtud del Reglamento (UE) 2024/1689, manteniendo el mismo nivel de escrutinio, debe estar disponible
una solicitud única y un procedimiento de evaluación único para los nuevos organismos de evaluación de la
conformidad y los organismos notificados […]».

Ver Texto

Government of Canada. Competition-Bureau (enero, 2025).

Ver Texto

Omnibus, ibid. p. 3.

Ver Texto

Cf. DE CAPITANI (2025, febrero). Cf. también DU BROCARD (2025, febrero).

Ver Texto

Agradezco a Carles GÓRRIZ esta observación.

Ver Texto

Cf. DATTA (2025, febrero).

Ver Texto

Véase la lista completa en DE CAPITANI (2025), op. cit.

Ver Texto

Cf. NANNINI (2025) ofrece una explicación y un análisis detallados de la situación.

Ver Texto

EU Commission (2022, septiembre, p. 1-2).

Ver Texto

Por ejemplo, en la demanda contra ANTHROPIC presentada por algunos escritores por infringir los derechos de
autor de sus obras para entrenar a CLAUDE, el juez de distrito William ALSON ha preservado recientemente el
derecho de uso de la compañía con la siguiente argumentación: «En resumen, el propósito y la naturaleza del
uso de obras protegidas por derechos de autor para entrenar a LLMs era en esencia transformador. Al igual que
cualquier lector que aspira a ser escritor, el LLM de Anthropic se alimentaba con obras no para replicarlas o
suplantarlas, sino para innovar y crear algo diferente. Si este proceso de formación requería razonablemente
realizar copias dentro del LLM o de otra manera, dichas copias se utilizaban con fines transformadores. El
primer factor favorece el uso legítimo [fair use] de las copias de entreno». El juez también especifica que el
argumento no cubre las copias pirateadas que también han sido empleadas para el entreno. Cf. USDC (2025,
junio, p.13-14).

Ver Texto

Cf. EU Commission (2022, septiembre, art. 4 y art. 5).
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(130)

(131)

(132)

(133)

(134)

(135)

(136)

(137)

(138)

Ver Texto

Cf. EU Commission (2022, septiembre, Impact Ass., p. 17). El Informe sostiene que el incremento de l a
confianza social «beneficiaría a todas las empresas de la cadena de valor de la IA», acelerando su adopción y
generando ventaja competitiva, en virtud del efecto incentivador de las normas de responsabilidad y de la
eliminación de fuentes de riesgo (arts. 114.3 y 168.1 TFUE) (ibid., p. 25). La lógica se incorporó al texto final
de la Propuesta: la Directiva contribuiría a «un régimen de responsabilidad civil eficiente, adaptado a las
especificidades de la IA, en el que las demandas fundamentadas de indemnización por daños y perjuicios sean
estimadas». EU Commission (2022, septiembre, p. 5).

Ver Texto

EU Commission (2022, septiembre, Impact Ass., p. 28).

Ver Texto

Art. 2.5: «Demanda por daños y perjuicios»: una demanda de responsabilidad civil extracontractual subjetiva
(basada en la culpa) por la que se solicita una indemnización por los daños y perjuicios causados por una
información de salida de un sistema de IA o por la no producción por parte de dicho sistema de una
información de salida que debería haber producido».

Ver Texto

Véase, por ejemplo, la Opinión del Abogado General de la UE, Richard DE LA TOUR (2024, septiembre), a
petición del Magistrado de la Ciudad de Viena, sobre el significado del concepto de «información significativa
sobre la lógica implicada». Se trata de un caso de daños, por un lado, y de protección de los conocimientos
técnicos de información comercial, por otro. La solicitud se realizó en el contexto de un conflicto entre CK y el
Magistrat der Stadt Wien (Ayuntamiento de Viena, Austria), relativo a una solicitud de ejecución de una orden
judicial que exigía a una empresa de evaluación crediticia proporcionar a CK información significativa sobre la
lógica involucrada en la elaboración de perfiles relacionados con sus datos personales. A CK le fue denegada la
renovación de un contrato de telefonía móvil con una cuota mensual de 10 euros, alegando que no tenía
suficiente solvencia económica. Esta supuesta falta de solvencia se corroboró mediante una evaluación
crediticia automatizada, realizada por una empresa especializada en evaluaciones crediticias. CK solicitó a la
autoridad austriaca de protección de datos información detallada sobre la lógica aplicada en la elaboración de
su perfil para la toma automática de decisiones. Dicha autoridad accedió a su solicitud. El Abogado General
debía esclarecer qué debe entenderse por «información significativa sobre la lógica implicada» en la toma de
decisiones automatizada, en el sentido del artículo 15(1)(h) del Reglamento General de Protección de Datos
(RGPD), y cómo debía ponderarse el derecho de acceso a dicha información frente a la protección de los
derechos y libertades de otros (secretos comerciales, en este caso). Dudas de este tipo son frecuentes en la
interpretación de las leyes sobre tecnología e IA y dificultan la resolución rápida de los casos y la
materialización efectiva de los derechos de los ciudadanos.

Ver Texto

Por ejemplo, si el fabricante tiene una reclamación de responsabilidad civil frente al implementador, su
aseguradora podría ejercer un recurso subrogado contra éste y, en última instancia, la aseguradora del
implementador asumiría el pago. La cobertura de seguro limitaría así el coste económico a la prima anual y
mantendría bajos los requisitos de entrada al mercado, garantizando al mismo tiempo «que el daño sufrido por
la víctima se indemnizara de forma rápida». EU Commission (2022, septiembre, Impact Ass., p. 55).

Ver Texto

NANNINI (2025, p. 1851).

Ver Texto

La versión castellana del Reglamento traduce deployer por «responsable del despliegue». El Considerando 13 lo
define de la siguiente manera: «El concepto de "responsable del despliegue" a que hace referencia el presente
Reglamento debe interpretarse como cualquier persona física o jurídica, incluida cualquier autoridad pública,
órgano u organismo, que utilice un sistema de IA bajo su propia autoridad, salvo cuando su uso se enmarque
en una actividad personal de carácter no profesional. Dependiendo del tipo de sistema de IA, el uso del sistema
puede afectar a personas distintas del responsable del despliegue» (EU Commission, junio, 2024, p. 4).

Ver Texto

EPRS (2024, septiembre, p. 33) [HACKER]. Las críticas a la Directiva habían sido ya avanzadas en el análisis
efectuado en HACKER (2023).

Ver Texto

Downstream provider, downstream system o downstream risk son términos de difícil traducción. En este caso
downstream parties ha sido traducido por «partes posteriores en la cadena de suministro».
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(139)

(140)

(141)

(142)

(143)

(144)

(145)

(146)

(147)

(148)

(149)

(150)

(151)

(152)

Ver Texto

EPRS (2024, septiembre, p. IV) [HACKER].

Ver Texto

Pueden seguirse las etapas del modelo económico de la cadena de valor para IA ya propuestas, por ejemplo,
por KÜSPERT et al. (2023), CHARDON-BOUCAUD et al. (2024), ARNAL (2025), ATTARD-FROST y WIDDER
(2025), CUOFARO (2025), WANG et al., WEGNER (2025), BILLONES et al. (2025). Son distintas entre sí, y más
o menos granulares. No vamos a compararlas ahora. Quede para un estudio posterior.

Ver Texto

Cf. el proceso de construcción y justificación del modelo en CASANOVAS, HASHMI, DE KOKER (2021).

Ver Texto

OECD (2025, noviembre, p. 43).

Ver Texto

Sobre la articulación entre los espacios comunes europeos de datos y los nuevos marcos regulatorios
financieros, cf. CASANOVAS (2025); y en relación con los activos digitales, PASTOR SEMPERE (2025).

Ver Texto

En España cabría añadir las normas que regulan el mercado de valores, es decir, la Ley 6/2023, de 17 de
marzo, de los Mercados de Valores y de los Servicios de Inversión.

Ver Texto

Sobre la disciplina europea de los criptoactivos y los problemas de articulación con el resto del derecho
financiero, cf. ECHEBARRÍA SANZ (2025).

Ver Texto

Sobre la distribución de la responsabilidad en la cadena de valor según el artículo 25 del Reglamento (UE)
2024/1689 y los proyectos legislativos sobre responsabilidad extracontractual derivada de la IA, cf.
RODRÍGUEZ DE LAS HERAS BALLELL (2025a, 2025b).

Ver Texto

Sobre la integración de la lista de evaluación Assessment List for Trustworthy Artificial Intelligence (ALTAI) en
sistemas de gestión y de compliance, cf. AI HLEG, cit. (2020, 17 julio).

Ver Texto

Sobre la articulación de cuadros de mando estratégicos con los tres vértices del triángulo Delta, puede
confrontarse la metodología clásica del Balanced Scorecard propuesta en KAPLAN, R. S. y NORTON, D. P., The
Balanced Scorecard: Translating Strategy into Action, Harvard Business School Press, Boston, 1996.

Ver Texto

Vid., supra, secciones 5 y 8.

Ver Texto

Los siete principios éticos del AI HLEG ─acción y supervisión humanas, solidez técnica y seguridad, gestión de
la privacidad y los datos, transparencia, diversidad y no discriminación, bienestar ambiental y social, y
rendición de cuentas─ se desarrollan en AI HLEG, Ethics Guidelines for Trustworthy AI, cit. (2020, 4 abril).

Ver Texto

Sobre el alcance de la «información significativa sobre la lógica implicada» del artículo 15.1.h) del RGPD y su
articulación con el artículo 22, cf. las Conclusiones del Abogado General DE LA TOUR en el asunto C-203/22, cit.

Ver Texto

La caracterización en cuatro capas (datos, BaaS, ensamblaje FinTech, embedded finance) ha sido sugerida por
Carmen PASTOR (2026). Constituye una sistematización particularmente útil del estado actual del ecosistema
financiero digital europeo.

Ver Texto
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(153)

(154)

(155)

(156)

(157)

(158)

Directiva (UE) 2015/2366 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de noviembre de 2015, sobre servicios
de pago en el mercado interior (PSD2). Las propuestas de Directiva PSD3 y de Reglamento sobre servicios de
pago (PSR), así como el Reglamento sobre acceso a los datos financieros (FIDA), fueron presentadas por la
Comisión Europea el 28 de junio de 2023. Sobre su articulación con la regulación de los criptoactivos y los
espacios europeos de datos financieros, cf. PASTOR SEMPERE, C. (ed.), Governance and Control of Data and
Digital Economy in the European Single Market, cit.

Ver Texto

Reglamento (UE) 2022/2554 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 14 de diciembre de 2022, sobre la
resiliencia operativa digital del sector financiero y por el que se modifican los Reglamentos (CE) n.o 1060/2009,
(UE) n.o 648/2012, (UE) n.o 600/2014, (UE) n.o 909/2014 y (UE) 2016/1011 (DORA). Sobre la externalización
de funciones críticas, cf. las directrices de la Autoridad Bancaria Europea sobre acuerdos de externalización
(EBA/GL/2019/02).

Ver Texto

Cf. las Directrices para una IA fiable del Grupo de Expertos sobre IA, ALTAI (2019).

Ver Texto

ALTAI (2020, 17 julio).

Ver Texto

Cf. SARTOR Y DAL PONT (2025).

Ver Texto

Cf. WEGNER (2025). Véase la explicación en supra nota 35.

Ver Texto
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